Dictamen  de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación al expediente que se formó con motivo del oficio del Secretario del Ayuntamiento de  Saltillo quien informa sobre la solicitud de licencia presentada por el Prof. Humberto Moreira Váldes para separarse del cargo de Presidente Municipal de dicho ayuntamiento lo anterior a fin de que  de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el sustituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que este Congreso recibió oficio mediante el cual Presidente Municipal de Saltillo informa sobre la solicitud de licencia presentada por el Prof. Humberto Moreira Váldes para separarse del cargo de Presidente Municipal de dicho ayuntamiento lo anterior a fin de que de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el sustituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, se turnó a esta Comisión el oficio señalado anteriormente para los efectos de estudio y dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos relativos vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que el 8 de noviembre del 2002 se publicó en el Periódico Oficial N° 90 , la lista de los integrantes de los Ayuntamientos electos; que estaría en funciones durante el período del 2003 – 2005.

TERCERO. Que de conformidad con el decreto antes mencionado el Prof. Humberto Moreira Váldes fue electo para desempeñar el cargo de Presidente Municipal del ayuntamiento de Saltillo, Coahuila. 

CUARTO. Que conforme al expediente relativo se advierte que la solicitud de licencia del Prof. Humberto Moreira Váldes es por más de treinta días y por tiempo indefinido. 


QUINTO. Que conforme al artículo 67 fracciones XVIII y XIX de la Constitución Política local ; es facultad del Congreso del Estado; o en su caso,  de la diputación permanente; conocer de las renuncias y de las licencias de los diputados, del gobernador de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, y de los miembros de los ayuntamientos, así como otorgar licencias para separarse temporalmente de sus cargos, a los servidores públicos antes mencionados.

SEXTO. Que conforme al artículo 59 del Código Municipal, con relación al artículo 58 del mismo ordenamiento legal; es facultad del Congreso del Estado; o en su caso,  de la diputación permanente; nombrar a los sustitutos que cubran las vacantes de los miembros de los Ayuntamientos del Estado.
SÉPTIMO. En consecuencia esta Comisión propone al C Ismael Eugenio Ramos Flores para que el Pleno del Congreso del Estado; lo designe como Presidente Municipal del Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila en sustitución del Prof. Humberto Moreira Váldes.

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación , el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se concede licencia por tiempo indefinido al Prof. Humberto Moreira Valdés para separarse del cargo de Presidente Municipal del Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, a partir de la fecha de aprobación del presente decreto.

SEGUNDO. Se designa al C. Ismael Eugenio Ramos Flores, Presidente Municipal del Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, en sustitución y por el tiempo que dure la licencia del Prof. Humberto Moreira Valdés.

TERCERO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila la designación del C. Ismael Eugenio Ramos Flores, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Presidente Municipal del propio Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, así mismo comuníquese lo anterior al Ejecutivo Estatal para los efectos procedentes.

T R A N S I T O R I O

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila junio 20 de 2005.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Quinta Legislatura, con relación al expediente que se formó con motivo de la Iniciativa de Ley de Justicia Constitucional local para el Estado de Coahuila de Zaragoza planteada por los titulares de los tres poderes del Estado.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión del Pleno del Congreso del Estado celebrada el 26 de abril del año 2005, se dio cuenta de la Iniciativa de Ley de Justicia Constitucional local para el Estado de Coahuila de Zaragoza planteada por los titulares de los tres poderes del Estado.

SEGUNDO. Que, en observancia del trámite legislativo, la Presidencia del Congreso turnó el anterior asunto a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que emitiera Dictamen al respecto. 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Que la Comisión es competente para emitir el presente dictamen tanto por el Acuerdo del Presidente de la mesa Directiva del Pleno, así como por lo dispuesto por los artículos  relativos vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que como antecedentes de la iniciativa en comento cabe destacar que:

La garantía de la jurisdicción constitucional en el ámbito interior de los estados, es un medio indispensable para lograr la evolución constitucional local. El constitucionalismo coahuilense cuenta hoy con un pilar fundamental para su defensa, desarrollo y permanencia, la justicia constitucional local. 
Durante las últimas décadas, la jurisdicción constitucional ha sido un invaluable instrumento de apoyo a los procesos de democratización y de estabilidad del orden constitucional en México. Sin embargo, los estados de la República no han asumido plenamente el rol que les corresponde en la defensa de la constitución. Debemos aprender en México que los tribunales de los estados también pueden contribuir al desarrollo democrático del país por medio de la protección constitucional local, no sólo es tarea del Poder Judicial Federal.

Sin duda, uno de los grandes rezagos en la agenda para la Reforma del Estado lo es la falta de medios jurisdiccionales de control constitucional en el régimen interior de un estado. Esta deficiencia de nuestra estructura local debe desaparecer y, en su lugar, se impone privilegiar un modelo de justicia constitucional local. 

Coahuila avanza en su modelo de justicia constitucional local. La Reforma Judicial en México se ha convertido en uno de los temas centrales para la democratización del poder público.

 

No causa extrañeza que los controles constitucionales se han convertido, cada vez más, en los instrumentos indispensables para dar certeza a la consolidación de nuestras decisiones político-fundamentales. En efecto: el proyecto de toda una Nación debe consolidarse, actualizarse y refundarse bajo una premisa fundamental: el «acto constitucional democrático y benéfico» para el pueblo.

 

El Poder Judicial se erige, pues, en el poder público encargado de mantener la eficacia, vigencia y actualización democrática de nuestro Estado Constitucional de Derecho. Nosotros proponemos que Coahuila tenga su propia justicia constitucional local para dirimir, por la vía del derecho fundamental local, sus conflictos internos y, por tanto, mantener así la «regularidad constitucional democrática» de nuestra Constitución, bajo el principio de supremacía constitucional.

 

Como mexicanos hemos avanzado mucho. La reforma judicial de 1994 así lo demuestra; pero sobre todo así lo manifiesta el papel que ha jugado la Suprema Corte de Justicia en los últimos años: fallos históricos han colocado al Poder Judicial de la Federación en el rol que realmente le corresponde como interprete de nuestras más altas decisiones contenidas en nuestra Ley Fundamental.

 

Todos hemos construido el nuevo paradigma judicial. Sin embargo, las entidades federativas no han asumido cabalmente el papel que les corresponde en este nuevo escenario nacional. Como entidades federativas nos unimos para formar una federación con facultades delimitadas. El Poder Judicial de la Federación cuenta con las facultades exclusivas que se derivan de los artículos 41, 103, 105 y 107 de la Constitución General de la República, para defender la constitucionalidad. Empero, existen muchos supuestos que quedan fuera de esos controles constitucionales que se depositan en la federación; los estados nos reservamos para nuestro régimen interior la decisión libre y soberana para resolver nuestros conflictos, defender nuestros valores fundamentales y asegurar la plena vigencia de nuestra Constitución Local.

 

Ha fortalecer el papel de nuestras instituciones judiciales, de acuerdo con las bases que se definen en los artículos 116 y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiende la justicia constitucional local. Es el inicio, en este nuevo siglo, de una reforma judicial local.

 

Dicho de otra manera: las entidades federativas nos reservamos en la Ley Fundamental de toda la Unión, un espacio para establecer nuestro propio control constitucional local, el cual es indispensable frente al creciente desarrollo político, económico, social y cultural que está viviendo Coahuila. Por un lado, la pluralidad y diversidad política y social en la entidad da lugar a diferencias que deben ser resueltas por la vía del Derecho Constitucional. En segundo lugar, los grandes avances que Coahuila tiene en la educación, el desarrollo social, el empleo y la economía exigen, dentro de este mundo global, una justicia constitucional propia que defienda los valores más altos de los coahuilenses.

TERCERO. Que la iniciativa de ley se sustentó en la siguiente Exposición de Motivos: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. La jurisdicción constitucional como garantía del constitucionalismo coahuilense.

Uno de los principios del estado de derecho coahuilense radica en la necesidad de afirmar la «garantía jurisdiccional de la constitucionalidad local». Si los estados son libres para darse su Constitución y sus leyes, deben ser libres también para darse su propia justicia constitucional que defienda la regularidad constitucional en su régimen interior.

En tal sentido, el sistema del control constitucional por vía jurisdiccional (local) es un instrumento indispensable para democratizar el ejercicio del poder público en beneficio del pueblo. En lugar de politizar las controversias, el juez constitucional local se convierte en un tercero imparcial para resolver normativamente los conflictos. 

La jurisdicción constitucional local se consolida, en Coahuila, como un medio para resolver, por la vía del derecho, los conflictos constitucionales internos que se dan dentro de una entidad federativa.

Sin embargo, para Coahuila ¿qué es la justicia constitucional local?
 Se define a partir de tres elementos: 1) Es una garantía de control jurisdiccional de la supremacía constitucional local; 2) Su objeto es dirimir de manera definitiva e inatacable los conflictos constitucionales que surjan dentro del ámbito interior; y, 3) Su finalidad es mantener la regularidad constitucional. Estas tres características son fundamentales para entender el significado de la justicia constitucional en Coahuila, a saber:

1o. Es una garantía de control jurisdiccional de la supremacía constitucional. Dos elementos esenciales resaltan: 1) La función de impartir la justicia constitucional local se deposita en los órganos jurisdiccionales, principalmente en el Poder Judicial; y 2) La justicia constitucional local se basa en la supremacía constitucional local.

1) La función de impartir la justicia constitucional local se deposita en los órganos jurisdiccionales, principalmente en el Poder Judicial. El modelo jurisdiccional. La decisión de judicializar los conflictos constitucionales es una de las directrices en que se inspira el modelo coahuilense. En la exposición de motivos del 2001 se dijo:

En una sociedad más compleja, dinámica y plural el camino de judicializar (constitucionalmente) los conflictos que nacen en esta nueva realidad política y social, es y será la mejor solución que debemos construir y conservar para beneficio del desarrollo político, económico, social y cultural de toda la Nación.

Y al referirse a las controversias constitucionales entre el estado y los municipios, se puntualizó:

Uno de los lineamientos de la reforma que aquí se propone, lo es la «justicia constitucional local». La única forma de garantizar, en última instancia, la competencia municipal, lo es a través de la judicialización constitucional de los conflictos que los municipios tengan con otros poderes del estado dentro del ámbito interior. Esa es la vía para mantener el estado de derecho y democratizar el poder público bajo la supremacía constitucional.

Y más adelante se agregó:

La Constitución, en su artículo 115, último párrafo, reserva la facultad de las legislaturas estatales para emitir las normas que establezcan los procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) de esa fracción. Luego entonces, toda controversia que se suscite, en tales casos, se reserva su solución a los estados. Nosotros proponemos la garantía jurisdiccional de la Constitución para resolver esos conflictos, en lugar de un control político que pudiera depositarse en la legislatura del estado. El camino lo es la judicialización, no la politización, para definir la relación entre el Ejecutivo del Estado y los municipios en esta dinámica municipalista.
Este modelo de control constitucional por vía jurisdiccional se estructura dentro del Poder Judicial. La razón se encuentra en la exposición de motivos que dice:

Sabemos que la tendencia actual es la de establecer tribunales especializados fuera del poder judicial, pero lo cierto es que en este primer paso histórico debemos depositar la confianza en nuestros magistrados y jueces del Poder Judicial. Coahuila tiene un Poder Judicial que siempre se ha distinguido por sus fallos, por su autonomía, por su firmeza. En todo caso, el Poder Judicial del Estado debe demostrar su credibilidad y efectividad ante el pueblo coahuilense una vez que ejerza el control de la constitucionalidad.

El modelo jurisdiccional justifica, además, que la justicia constitucional se rija por la «jurisprudencia local». Es decir, la interpretación jurisprudencial local será un instrumento que brindará seguridad jurídica a la justicia constitucional, de tal manera que los argumentos del caos (jurídico) son insuficientes para deslegitimar el poder del juez local para interpretar las normas constitucionales.

Finalmente, Coahuila establece como límite a la jurisdicción constitucional del juez local (control difuso) una figura de revisión
 de la cuestión de inconstitucionalidad que se presente en un proceso judicial, de tal manera que el Tribunal Superior de Justicia, en pleno, decida en definitiva la interpretación constitucional que debe prevalecer en el caso concreto para que el juez local resuelva su controversia en lo particular, cuando se trate de inconstitucionalidad de leyes, tal y como se propone en esta ley reglamentaria. 

2) La justicia constitucional local se basa en la supremacía constitucional local. La justicia constitucional local se funda en el principio de supremacía constitucional local que ahora recoge nuestra Constitución Local en un bloque de la constitucionalidad que lo forma la Constitución, las Cartas de los Derechos Fundamentales y las leyes fundamentales locales. 

Esta es una característica que fortalece el contenido, alcance y efectos del control judicial de la constitucionalidad que realizarán los jueces locales. 

En efecto, la justicia constitucional local en Coahuila consolida un sistema de defensa integral de la constitucionalidad mexicana, de tal suerte que el juez local puede interpretar todas las normas constitucionales, para dirimir los conflictos internos. La exposición de motivos dice:

El paradigma del monopolio federal debe cambiar. El Poder Judicial de la Federación no es ni debe ser, dentro de un sistema federalista como el nuestro, el único intérprete y defensor de la Constitución. Lo es el último pero no el único. Él decide, de acuerdo a los controles constitucionales que ejerce, la última palabra sobre lo que quiere decir nuestra Constitución General de la República. Pero el que el poder judicial federal se erija en el que dice la última palabra sobre la constitucionalidad nacional, no quiere decir que tenga un monopolio que excluya e impida que los tribunales de los estados, en el ámbito de su competencia local, puedan también interpretar a la Constitución. Es un principio fundamental de la supremacía constitucional: como podemos exigirles a los jueces de los estados que “guarden la Constitución si les prohibimos interpretarla para poder respetarla”. Es un absurdo.
La supremacía constitucional local es, pues, el principio que legitima el control de la constitucionalidad local. Los jueces locales en primer lugar deben obediencia suprema a los principios fundamentales, después a las normas derivadas. Luego entonces, podrán presentarse cuestiones de inconstitucionalidad entre las normas constitucionales o secundarias locales con la Ley Suprema de la Unión; o bien entre las normas secundarias locales (incluso de otras entidades federativas) o federales (en este último caso cuando el juez concurra en la aplicación de la ley federal: p.e., procedimientos mercantiles) con las normas fundamentales locales. Esto se justifica porque la fórmula del control judicial de la constitucionalidad (el llamado control difuso) que plantea la Constitución Política del Estado de Coahuila define la “norma” aplicable como objeto del juicio de inconstitucionalidad: ley, decreto, reglamento, disposición general administrativa, sentencia/jurisprudencia, contrato, etc., serán materia de análisis de la jurisdicción constitucional local. Es decir, un juez local en el ámbito de su jurisdicción puede analizar la constitucionalidad de una “norma objeto de su aplicación” y, por tanto, se le puede presentar diversos casos, entre lo que destacan: 

1. La inconstitucionalidad de una norma constitucional local frente a la norma constitucional nacional o norma constitucional local fundamental. Este supuesto plantea la defensa integral de la Constitución General de la República en el ámbito de los estados. Un juez local, antes de defender su norma constitucional estatal, debe defender la Ley Suprema de toda la Unión: si una norma constitucional local transgrede los principios fundamentales, el juez local debe ser el primero en reconocer su inconstitucionalidad para defender su régimen interior. El régimen interior de los estados se delimita por la norma suprema nacional y, por tanto, el control constitucional debe salvaguardar el pacto federal.

En consecuencia, el juez constitucional se erige en el máximo controlador local dentro del régimen interior del estado, pues las decisiones del Constituyente Reformador Local están sujetas al control constitucional bajo tres supuestos: 1) Por irregularidades en el proceso legislativo para reformar la norma constitucional local; 2) Por normas constitucionales locales no conformes a la Constitución General de la República; y 3) Por normas constitucionales locales intangibles, por ser decisiones fundamentales locales: el control de la supra-constitucionalidad local que puede darse en la ampliación de los derechos fundamentales, en las instituciones democráticas, etc.

2. La inconstitucionalidad de una norma constitucional o secundaria local frente a la norma de un tratado internacional. Esta hipótesis plantea la supremacía de los tratados internacionales frente a las normas locales. En consecuencia, si un juez en el ámbito de su competencia conoce de un asunto en donde la norma constitucional o secundaria local contradice la norma del tratado, entonces debe privilegiar la norma de este último para dirimir la controversia. 

En caso de que no se esté de acuerdo con la tesis de que el tratado es superior a las leyes locales, el caso planteado se invertiría: un juez local podría desaplicar un tratado internacional que vaya en contra de la norma local, a menos de que la norma del tratado fuese fundamental: la ampliación de los derechos de las personas.  

3. La inconstitucionalidad de una norma local (secundaria) frente a la norma constitucional nacional o local. Esta situación implica que las normas secundarias del estado, como lo son: leyes, decretos, reglamentos estatal o municipal, disposición general administrativa, sentencia/jurisprudencia, contratos, etc., y que pueden ser objeto de aplicación en un caso concreto, el juez determine su juicio de valor frente a la supremacía constitucional nacional o local, para luego determinar la prevalencia de la norma suprema. 

4. La inconstitucionalidad de una norma federal (secundaria) frente a la norma constitucional nacional o local. Este caso supone que la norma federal no es superior al derecho local. Por el contrario, son ámbitos de competencia diferentes. En consecuencia, las normas federales (leyes mercantiles, laborales, administrativas, etc.) que el juez tenga que aplicar en un caso concreto, pueden resultar desaplicadas por diversas razones: 1) Por inconstitucionalidad frente a la norma constitucional nacional; 2) Por inconstitucionalidad frente a la norma constitucional local, en donde el juez debe privilegiar su régimen interno fundamental frente a una norma secundaria federal; y 3) Por inconstitucionalidad frente a la norma secundaria local, en donde el juez debe privilegiar su régimen interno local frente a una norma secundaria federal que exceda su ámbito de competencia, pues si la norma local contradice indebidamente el ámbito federal, el juez local por respeto al pacto federal (principio constitucional) debe privilegiar la norma federal.

5. La inconstitucionalidad de una norma local (secundaria) de otra entidad federativa frente a la norma constitucional nacional o local. Otro de los casos interesantes es el que resulta de la aplicación de normas de otras entidades federativas dentro del régimen interior. En este caso, el juez local dentro del ámbito de su competencia puede desaplicar las normas locales inconstitucionales para salvaguardar su régimen interior. Los casos en donde se pueden plantear esta hipótesis lo puede ser en las diligencias que se requieren a los jueces locales mediante auxilio judicial o por competencia auxiliar.

Entre otros supuestos, el alcance del control de la constitucionalidad de los jueces locales que hemos ejemplificado no transgrede la fórmula prevista en el artículo 133 de la Constitución General de la República; la complementa: el principio de la supremacía constitucional local y sus principios fundamentales justifican el control local, pues todo juez debe salvaguardar la norma suprema por encima de las normas (legalidad) en contrario.

La norma constitucional coahuilense va más allá en su cláusula de autocontrol constitucional, porque se refiere sólo a “normas”. Pues bien, además de “normas” también deben ser actos de autoridades sujetos del control constitucional local. Por ejemplo, si el Ministerio Público recibe una confesión del inculpado sin asistencia de su defensor, el juez local debe anular el acto de autoridad para dejarlo sin efectos conforme a la fracción II del artículo 21 de la Constitución General de la República; pero este caso que pudiera ser claro y terminante también debe extenderse a cualquier otro acto de autoridad sometido a la jurisdicción del juez local para su valoración y cuya inconstitucionalidad derive de la interpretación del juez sobre los principios fundamentales.

Finalmente, ¿cuáles son los efectos del autocontrol constitucional local? La Constitución de Coahuila dice que el juez debe declarar de oficio la inaplicabilidad de la norma (contraria a la supremacía constitucional local) para el caso concreto. Esto quiere decir que el juez declara su invalidez para el caso concreto, pues como norma secundaria que tiene una vigencia formal se declara inaplicable sustancialmente por su inconstitucionalidad. Lo interesante con la jurisprudencia local que en Coahuila tiene efectos obligatorios para “todas las autoridades, la norma declarada inaplicable por inconstitucional pierde en realidad toda su vigencia formal y sustancial, porque “todas las autoridades del estado deben respetar el precedente jurisprudencial obligatorio”.

2o. El objeto es dirimir de manera definitiva e inatacable los conflictos constitucionales que surjan dentro del ámbito interior del Estado. La justicia constitucional local se justifica por la ausencia de controles constitucionales estatales para dirimir los conflictos dentro del régimen interior.

Por regla general, los conflictos constitucionales que se dan en el estado son resueltos (con ciertos límites, deficiencias y distorsiones) por la federación a través del juicio de amparo, el sistema de medios de impugnación en materia electoral, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. Sin embargo, la propia Constitución reconoce la posibilidad de que cada estado pueda dirimir sus conflictos constitucionales locales: por norma expresa, por ausencia de control federal o por facultad (complementaria) reservada a los estados. El problema radica en delimitar dentro del sistema federal ¿cuál es el régimen interior del estado?, para luego determinar ¿cuáles conflictos deben dirimir en forma exclusiva los estados? y ¿cuáles son en los que la federación puede concurrir?

En principio, el «régimen interior del estado» se delimita en función del pacto federal. Es decir, el sistema de competencias de los estados se rige bajo un principio de exclusión: los estados se reservaron para ellos todo lo que no se prohibieron y le concedieron a la federación, Distrito Federal y a sus municipios. Luego entonces, los conflictos constitucionales internos se definen en razón de la competencia de las autoridades de una entidad federativa que rige su ámbito interior. Sólo pueden ser “conflictos internos” los que se dan entre las autoridades de una entidad federativa, quedan fuera las controversias que se dan fuera del ámbito interior: conflictos entre estados, entre estados y federación, entre municipios de diferentes estados, etc., sin embargo el conflicto de otras leyes (de otras entidades federativas o federales) aplicables a su régimen interior sí entran dentro del control constitucional local como derecho propio. 

Es dable destacar, por otro lado, que cada conflicto interno implica la necesidad de un medio de control para resolverlo: p.e. los conflictos competenciales entre el estado y sus municipios se resuelve por vía de controversia constitucional; la no conformidad de las leyes con la Constitución se resuelve por vía del juicio de amparo o acciones de inconstitucionalidad, según se trate; las cuestiones electorales se resuelven por medio del sistema de medios de impugnación en materia electoral, etc. En tal orden de cosas, los estados para dirimir sus conflictos pueden adoptar un sistema de justicia constitucional basado en la “exclusividad de la competencia local” o en la “complementariedad de la competencia federal”. En el primer caso, los estados pueden establecer procedimientos novedosos para dirimir sus conflictos locales, diseñando controles diferentes o bien ampliando el sujeto, objeto y causa de los controles constitucionales similares a los federales. En el segundo caso, los estados pueden concurrir con los controles constitucionales de la federación para complementar la justicia constitucional, en la medida en que el juez local defienda su Constitución Local.

Ahora bien, los conflictos de régimen interno que deben dirimir en forma exclusiva los estados son aquellos en donde la función de la federación no coincide con la del estado, de tal manera que cada entidad federativa debe resolver en forma definitiva e inatacable la controversia a través de sus controles locales. Por el contrario, los conflictos internos en que la federación concurrirá son aquellos en donde la propia Constitución reconoce la facultad del Poder Judicial de la Federación para resolver en última instancia el conflicto de que se trate.

En la medida en que la justicia constitucional local desarrolle normativamente sus principios, el significado del “conflicto interno o local” y su ámbito de comprensión, se irá delimitando a la luz de las interpretaciones de los jueces constitucionales, federales y locales. Son temas que todavía faltan por definir, descubrir, explorar y sistematizar dentro del sistema federal, pero que poco a poco en la medida en que se exploren estos temas, se irá descubriendo su sentido y alcance dentro de un federalismo judicial.

3o. Su finalidad es mantener la regularidad constitucional local. Finalmente, la justicia constitucional local persigue como finalidad la “regularidad de la supremacía constitucional”. En este sentido, Coahuila determina dos elementos para definir la regularidad constitucional: 1) La vigencia de la supremacía constitucional; y 2) La actualización democrática de la supremacía constitucional.

1) La vigencia de la supremacía constitucional. La no-vigencia de la norma suprema implica la inexistencia de un estado constitucional de derecho. Toda entidad federativa debe contar para su conformación con una ley suprema en donde se contengan los principios de la constitución de su estado, de su forma de gobierno, de la estructura y funcionamiento de sus poderes públicos, de los derechos fundamentales, etc.

La justicia constitucional local se erige como el instrumento garantista para salvaguardar el pacto constitucional. La vigencia de la norma fundamental debe salvaguardarse por un juez que defienda la constitucionalidad para mantener su legitimidad, validez y eficacia. 

2) La actualización democrática de la supremacía constitucional. Otra de las finalidades de la justicia constitucional es la «actualización democrática» de la supremacía constitucional. Es decir: el juez constitucional local debe tener la sensibilidad jurídica, política y social, necesarias, para interpretar las normas constitucionales en forma «democrática»: el papel creativo para defender los valores fundamentales a que aspira el pueblo y que, por tanto, se encuentran incorporados en la ley fundamental, implica que no sólo se defienda la semántica constitucional, también es tarea esencial de los jueces constitucionales el desarrollo de los principios, instituciones y valores constitucionales dentro del paradigma del estado humanista, social y democrático de derecho.

En otras palabras: el juez constitucional tendrá la obligación de actualizar las normas que edifican el deber ser fundamental, pues sus interpretaciones definirán el camino, el significado y el valor de las decisiones político-fundamentales locales. 

Este paradigma pretende legitimar el «poder reformador de la constitucionalidad local por vía jurisdiccional». Nuestras leyes constitucionales día con día se reforman en los tribunales constitucionales: sus contenidos, alcances y limitaciones las fijan en los casos concretos los jueces constitucionales, no el legislador. Y por otro lado, la función de actualizar democráticamente las normas fundamentales legitima el poder del juez constitucional para dirimir cuestiones de supra-constitucionalidad local.
II. Las categorías fundamentales que justifican la justicia constitucional.

La «justicia constitucional local» es uno de los temas que deben integrarse en la agenda para la Reforma del Estado que cada entidad federativa realice en su régimen interior. 

Existen diversas categorías constitucionales que permiten legitimar esta institución dentro del sistema de protección constitucional que emana de la Ley Suprema de toda la Unión. Veamos: 

1o. La «supremacía constitucional local». La «supremacía constitucional» es la columna vertebral sobre la cual se edifican las decisiones políticas fundamentales de todo un pueblo. La justicia constitucional se erige en el instrumento jurisdiccional para hacer efectiva la supremacía constitucional. La defensa de la Constitución Local es esencial para todo estado de derecho. 

Todo orden constitucional debe tener un juez que lo defienda. Ya Hans Kelsen, creador del modelo de los tribunales constitucionales, decía:

Una Constitución a la que le falta la garantía de anulabilidad de los actos constitucionales no es plenamente obligatoria en su sentido técnico [...]

De nada sirve plasmar las decisiones fundamentales en una constitución si no existe la garantía jurisdiccional que asegure plenamente su regularidad. La importancia, pues, del control jurisdiccional de la Constitución es de primer orden para un estado de derecho: «no puede haber Ley Suprema sin juez que la proteja».

Héctor Fix Fierro al respecto dice:

... las entidades federativas no tienen Constitución, en la medida en que carezcan de una justicia constitucional propia.

En suma, la justicia constitucional local es necesaria en la medida en que los estados tengan que cumplir y hacer cumplir un orden jurídico fundamental.

2o. El pacto federal, la soberanía local y el federalismo judicial. La justicia constitucional local en Coahuila encuentra justificación en las facultades reservadas a los estados y que, por tanto, están permitidas desarrollarlas dentro de la soberanía de las entidades federativas. 

Principalmente, la justicia constitucional local tiene tres fundamentos: la facultad de los estados señalada en forma expresa por la Constitución; la ausencia de controles constitucionales federales para dirimir conflictos locales; y la facultad reservada a los estados por un principio de complementariedad en función de la supremacía constitucional.

Como facultades expresas de los estados que legitiman la justicia constitucional, podemos señalar los siguientes casos:
1) El control difuso local. Corresponde a los jueces de los estados, en los términos del artículo 133, privilegiar en su régimen interior la supremacía constitucional local frente a toda norma que la contravenga. Esta facultad reservada a los jueces locales es un deber: todas las autoridades, federales, estatales y municipales, deben cumplir con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El texto de la Constitución es claro y terminante: los jueces de los estados deben preferir la ley fundamental frente a leyes locales inconstitucionales. 

Mucho se ha escrito sobre este tema.
 Los tribunales federales se han pronunciado de manera contradictoria. Existen tesis de tribunales colegiados de circuito que reconocen la prevalencia del control difuso; el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha reconocido, en diversos fallos, el sistema del control difuso. Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tienen dividida su opinión,
 pero recientemente quedo claro para la Corte en el caso de Veracruz que un estado si puede regular un sistema de defensa de su Constitución Local como aquí se pretende desarrollar. 

En Coahuila se pugna por superar esta controversia. Se debe pugnar porque los jueces locales desarrollen la jurisdicción constitucional para reivindicar el papel de la justicia local en la defensa de la Constitución. En la exposición de motivos se dijo:

En ningún momento se está despojando o asumiendo alguna facultad propia y exclusiva de la federación. En ningún momento, si el juez local asume el control difuso, invadiría facultades federales: no está resolviendo un amparo, ni tampoco un juicio de revisión constitucional electoral, ni tampoco una controversia constitucional o acción de inconstitucionalidad, facultades reservadas a la federación. Sólo está asumiendo una obligación constitucional: guardar y hacer guardar una norma fundamental bajo el amparo de la supremacía constitucional, que protestó cumplir al asumir su cargo.

El control difuso no es punto que rompe con el pacto federal. Una conclusión diversa nos puede llevar a absurdos insostenibles. Lo que disloca a nuestro sistema federal es no cumplir con la constitucionalidad. Si una ley penal de un estado, por ejemplo, estableciese las marcas, azotes o mutilaciones como pena corporal para un delito, el juez local tendría que imponerla en contra del texto expreso del artículo 22 de la Constitución. ¿Qué pasaría? Mientras la Suprema Corte de Justicia no declare la inconstitucionalidad de esa ley, formalmente estaría existiendo la ley. La ley inconstitucional es legal mientras no se invalide. ¿Y que pasaría si la persona afectada no acude, en el último de los casos, al juicio de amparo? Sufriría la infamia de esas penas. 

Estos son los absurdos de un centralismo judicial que se arroga de manera autoritaria la facultad de un juez local. Por encima de la Constitución no está la federación. Por tanto: mientras los mexicanos mantengamos el principio de supremacía constitucional como eje rector de nuestro Estado de Derecho, el juez local «puede y debe» asumir el control de la constitucionalidad. 

El control difuso debe verse, pues, como un sistema complementario, subsidiario y coadyuvante para la defensa de la constitucionalidad. No existirá ningún caos. Existirá la defensa de la supremacía constitucional.

En suma: el autocontrol de la constitucionalidad (difuso) es una facultad que emana de la propia norma constitucional para reconocer la legitimidad de la jurisdicción constitucional local, pero sobre todo se legitima aquí porque sólo se aplicará en la medida en que el juez local proteja el bloque de la constitucionalidad local.

2) Los conflictos entre estado y municipios. La Constitución, en su artículo 115, reserva la facultad de las legislaturas estatales para emitir las normas que establezcan los procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el Gobierno del Estado, o entre aquéllos en ciertos supuestos. 

Luego entonces, toda controversia que se suscite en tales casos se reserva su solución a los estados. Coahuila consolidó la garantía jurisdiccional de la Constitución para resolver esos conflictos, en lugar de un control político que pudiera depositarse en la legislatura del estado. 

Por otra parte, como ejemplos que implican que los estados se reservaron la posibilidad de contar con un modelo de justicia constitucional local, podemos señalar los siguientes criterios:
1) La defensa de la Constitución Local. Existe un régimen interno que corresponde a las entidades federativas resolver: las cuestiones de constitucionalidad locales. Este ámbito de autonomía no rompe con el pacto federal, por el contrario, lo fortalece, lo mantiene vivo y lo consolida. La Suprema Corte de Justicia ha dicho:

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES ENTRE UN ESTADO Y UNO DE SUS MUNICIPIOS. A LA SUPREMA CORTE SOLO COMPETE CONOCER DE LAS QUE SE PLANTEEN CON MOTIVO DE VIOLACIONES A DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES DEL ORDEN FEDERAL. Para determinar los planteamientos cuyo conocimiento corresponda a esta Suprema Corte, propuestos mediante la acción de controversia constitucional suscitada entre un Estado y uno de sus Municipios, debe tomarse en consideración que los artículos 105, fracción I, inciso i) de la Constitución General de la República y 10, fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, limitan su competencia a aquellas controversias que versen sobre la constitucionalidad de los actos o disposiciones generales impugnados, desprendiéndose de ahí que se trata de violaciones a disposiciones constitucionales del orden federal. Por lo tanto, carece de competencia para dirimir aquellos planteamientos contra actos a los que se atribuyan violaciones a la Constitución del Estado o a leyes locales, cuyo remedio corresponde establecer al Constituyente local o a las Legislaturas de los Estados.
 (lo subrayado es nuestro).

2) La justicia constitucional local no suprime la justicia constitucional federal. Los medios de control constitucional local no suprimen la funcionalidad de la justicia constitucional federal. La complementan.

En efecto, los controles constitucionales locales deben diseñarse como vías alternas (por regla general como instancias terminales) que complementan la protección de la constitucionalidad en México. No se trata de invadir o restringir la justicia federal. Se trata de diseñar un modelo de justicia local que opere en forma subsidiaria, inmediata y expedita en el ámbito local, de tal suerte que desaparezca la necesidad de acudir a la justicia federal para resolver los problemas constitucionales locales. 

Dicho de otra manera: las entidades federativas se reservaron en la Ley Fundamental de toda la Unión, un espacio para establecer su propio control constitucional local al permitirse una Constitución para su régimen interior. Esta función, además, es indispensable frente al creciente desarrollo político, económico, social y cultural que viven las entidades federativas como Coahuila: por un lado, la pluralidad y diversidad política y social en la entidad da lugar a diferencias que deben ser resueltas por la vía del derecho constitucional; y en segundo lugar, la relación de apertura que vive Coahuila por la globalización exigen una justicia constitucional propia para defender las instituciones, principios y valores de los coahuilenses.

En conclusión, la justicia constitucional local permitirá analizar con mayores elementos el ámbito de competencia de la justicia constitucional federal frente a la autonomía local, de tal manera que estas instituciones se vayan depurando de manera gradual en beneficio de todos los mexicanos.

III. El modelo de justicia constitucional coahuilense.

El modelo de justicia constitucional coahuilense se rige por ser mixto:

1o. El sistema de autocontrol difuso. Todo magistrado o juez del Poder Judicial del Estado, en el ámbito de su competencia jurisdiccional, podrá desaplicar una norma o acto que esté en desacuerdo con el principio de supremacía constitucional local. Es decir, frente a una cuestión de inconstitucionalidad, el juez deberá preferir la norma fundamental.

2o. El sistema de control concentrado. El Pleno del Tribunal Superior de Justicia se erige en Tribunal Constitucional Local para conocer de la cuestión de inconstitucionalidad, de la controversia constitucional y de la acción de inconstitucional locales. 

Coahuila traslada los modelos federales de las controversias constitucionales y de la acción de inconstitucionalidad a su ámbito interno, con algunas peculiaridades: 1) Aumenta los sujetos de las controversias constitucionales: p. e. los organismos públicos autónomos, los organismos públicos descentralizados del estado o del municipio; 2) Amplía los sujetos para plantear una acción de inconstitucionalidad: el Ejecutivo del Estado; los ayuntamientos; los organismos públicos autónomos locales; las personas por violación a sus derechos humanos; las minorías parlamentarias; 3) Amplía el objeto de la controversia de las acciones de inconstitucionalidad: además de las leyes y decretos del Poder Legislativo, se pueden combatir también disposiciones reglamentarias municipales u otra norma de carácter general; 4) Se contempla la omisión normativa como un acto susceptible de impugnar como una inconstitucionalidad por omisión dentro de los procedimientos constitucionales locales.

Para Coahuila la justicia constitucional local que emana de su Ley Suprema representa dejar atrás el dogma del centralismo judicial, en donde el Poder Judicial Federal es el único facultado para defender por vía jurisdiccional la norma fundamental local. Este rompimiento del paradigma central es importante a nivel local. Las inercias, prejuicios y debilidades que existen en los estados en muchas ocasiones son más poderosas en la realidad que la propia norma constitucional.

El debate de fondo se debe centrar ahora en cuestiones más importantes. El reto fundamental radica en convertir a la justicia constitucional local en una institución que coadyuve, fortalezca y consolide los procesos democráticos hacia el interior del estado de Coahuila. Se debe evitar que esta institución pase a ser una norma decorativa, mucho menos que se convierta en un instrumento de legitimación de prácticas autoritarias.

La justicia constitucional local debe contribuir a la defensa de la soberanía local, a fin de fortalecer el sistema federal: las relaciones de los poderes de los estados, de los municipios y los organismos públicos autónomos; la subsidiaridad de la protección constitucional local frente a la justicia federal; el desarrollo del constitucionalismo local son, entre otros, elementos necesarios para fortalecer un estado de derecho. Los jueces constitucionales de Coahuila tienen un gran reto: ganarse con sus fallos constitucionales la confianza y credibilidad del pueblo y de sus instituciones, demostrando que están al servicio de los principios y valores democráticos que postula la Ley Suprema Coahuilense. 

CUARTO. Que por los anteriores motivos, los integrantes de esta Comisión nos permitimos someter a la consideración de la Legislatura para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de:

LEY DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL LOCAL PARA EL 

ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. El objeto. La Justicia Constitucional Local se erige como un medio de control para mantener la eficacia y la actualización democrática de la Constitución, bajo el principio de supremacía constitucional local previsto en el artículo 194 de la Constitución Local. 

Su objeto es dirimir de manera definitiva e inatacable los conflictos constitucionales que surjan dentro del ámbito interno de la entidad, conforme al artículo 158 de su Constitución y esta Ley, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 41, 99, 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. La jurisdicción y la competencia. Los jueces locales están sometidos a la Constitución Local y a la ley conforme a ella.
El Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado como Tribunal Constitucional, en su actuación como intérprete supremo, sólo está sometido a lo dispuesto por la Constitución Política del Estado y las leyes que de ésta emanen para regular su organización y el ejercicio de sus atribuciones. Es único en su orden y extiende su función jurisdiccional de control constitucional local en todo el territorio del Estado para el conocimiento y resolución de los procedimientos constitucionales previstos en esta ley.

Artículo 3. Los procedimientos constitucionales locales. Los procedimientos constitucionales locales podrán promoverse mediante:

I. El control difuso de la constitucionalidad local.

II. Las cuestiones de inconstitucionalidad local.

III. Las acciones de inconstitucionalidad local.

IV. Las controversias constitucionales locales.

Artículo 4. El control difuso de la constitucionalidad local. Todo juez podrá declarar de oficio o a petición de parte, la inaplicabilidad de una norma o acto que estime contrario a la Constitución Local. 

Este control difuso de la constitucionalidad local se ejercerá por el juez dentro de su jurisdicción ordinaria conforme a los procedimientos que le competa resolver de acuerdo con las disposiciones aplicables. Las partes del juicio podrán oponer como excepción, la inconstitucionalidad de la norma o acto, para que el juez declare su inaplicabilidad en el caso concreto. 
Artículo 5. Las cuestiones de inconstitucionalidad local. Las cuestiones de inconstitucionalidad tienen por objeto plantear la posible contradicción entre una ley de observancia general y la Constitución del Estado, con base en el principio de supremacía constitucional local, y por vía de consecuencia, declarar su validez o invalidez.

Las cuestiones de inconstitucionalidad local se promoverán por las partes de un juicio, por el juez que conoce del asunto o cuando el Pleno del Tribunal Superior de Justicia ejerza su facultad de atracción, siempre que la duda de inconstitucionalidad de la ley implique:

I. La interpretación constitucional de un caso trascendental o sobresaliente a juicio del Pleno del Tribunal Superior de Justicia. 

II. Los casos de revisión de oficio de la declaración de inaplicación de la ley por parte de un juez, o bien, la duda de constitucionalidad de una norma por parte de una autoridad diferente a la judicial.

Las cuestiones de inconstitucionalidad local se resolverán conforme a esta ley.

Artículo 6. Las acciones de inconstitucionalidad local. Las acciones de inconstitucionalidad local, tienen por objeto plantear la posible contradicción entre una norma o la falta de la misma y la Constitución del Estado en base al principio de supremacía constitucional local y por vía de consecuencia, declarar su validez o invalidez, o en su caso, declarar la inconstitucionalidad por omisión.

Artículo 7. Las controversias constitucionales locales. Las controversias constitucionales locales tienen por objeto dirimir los conflictos de competencia constitucional entre los Poderes del Estado, con excepción del Judicial; los que se susciten entre estos Poderes y los Ayuntamientos de los Municipios del propio Estado; así como los que tengan lugar con los organismos públicos autónomos, las entidades paraestatales o paramunicipales, o de éstas entre sí; que se susciten por invasión de las esferas de competencia establecidas en la Constitución Política del Estado, con base en el principio de supremacía constitucional, y por vía de consecuencia, se declare la validez o invalidez de la ley o del acto reclamado.

Artículo 8. La materia de las acciones de inconstitucionalidad local. Son susceptibles de acciones de inconstitucionalidad, total o parcialmente:

I. Las leyes, decretos o puntos de acuerdos que apruebe el Congreso del Estado o la Diputación Permanente.

II. Los reglamentos, acuerdos, decretos y demás normas administrativas de carácter general expedidas por los poderes Ejecutivo y Judicial, organismos públicos autónomos y demás entidades públicas con facultad reglamentaria.

III. Los bandos de policía y de gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, expedidas por los Ayuntamientos o Concejos Municipales.

IV. Las normas de carácter general que expidan los organismos públicos autónomos.

V. Las demás normas de carácter general, salvo las que dicte el Pleno del Tribunal Superior de Justicia.

VI. La omisión normativa consistente en la falta de regulación legislativa o reglamentaria conforme a los supuestos anteriores, que podrá promoverse en cualquier tiempo mientras subsista la omisión.

Las cuestiones de inconstitucionalidad se circunscribirán a los planteamientos que formulen las autoridades que ejerzan funciones jurisdiccionales, cuando consideren en sus resoluciones que una de las leyes es contraria a la Constitución del Estado en atención al principio de supremacía constitucional local. 

El único medio para plantear la inconstitucionalidad de leyes, decretos o acuerdos legislativos en materia electoral local, es el previsto en esta ley, sin perjuicio del control difuso que ejerza el Tribunal Electoral del Poder Judicial conforme a los procedimientos de la Ley de Medios de Impugnación en Materia Político-Electoral y de Participación Ciudadana y demás leyes aplicables.

Artículo 9. La materia de las controversias constitucionales. Son controversias constitucionales, las que con excepción de las que se refieren a la materia electoral en los términos del artículo 136 de la Constitución del Estado, se suscitan entre:

I. El Poder Ejecutivo y Legislativo.

II. El Poder Ejecutivo y uno o más Municipios del Estado.

III. El Poder Legislativo y uno o más Municipios del Estado.

IV. El Poder Legislativo y una o más entidades paraestatales o paramunicipales del Estado.  

V. Un Municipio y otro u otros del Estado.

VI. Uno o más Municipios y una o más entidades paraestatales o paramunicipales del Estado.

VII. Una o más entidades paraestatales y otra u otras paramunicipales del Estado.

VIII. Uno o mas organismos públicos autónomos y otro u otros órganos del Gobierno Estatal o Municipal.

Las controversias constitucionales locales sólo procederán para mantener la regularidad de la constitucional local dentro del régimen interno del estado, sin perjuicio de las controversias constitucionales que resuelve de manera exclusiva la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Artículo 10. El criterio de interpretación material. Para apreciar la conformidad o disconformidad con la Constitución Local de una ley, decreto o acuerdo con carácter general del Poder Legislativo del Estado; así como de un bando de policía y de gobierno, de un reglamento, de una circular o de una disposición administrativa de observancia general, aprobados por un Ayuntamiento o por un Consejo Municipal, o cualquier otra norma u acto, los jueces considerarán los preceptos de la Constitución Política del Estado dentro del estado humanista, social y democrático de derecho, así como las leyes que dentro del marco constitucional interno se hubieren dictado, para delimitar las competencias entre el Estado, los Municipios, los organismos públicos autónomos y los organismos paraestatales y paramunicipales y para definir las funciones de sus órganos de gobierno. 

Artículo 11. El criterio de interpretación procesal. En la interpretación de esta ley, los jueces deberán tomar en cuenta que el objeto de los procedimientos constitucionales es obtener la estricta observancia y exacto cumplimiento de la Constitución Política del Estado. Las dudas que surjan en cuanto al sentido de sus preceptos, deberán aclararse de manera que se cumplan los principios constitucionales relativos a la función jurisdiccional de control constitucional y se logre el irrestricto respeto de la Constitución Local. 

Artículo 12. Las leyes supletorias. Los procedimientos constitucionales se sustanciarán y decidirán con arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en la presente ley.

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones de la ley que regule la organización y funcionamiento del Poder Judicial y, en su caso, del Código Procesal Civil del Estado.

CAPÍTULO SEGUNDO

LAS PARTES

Artículo 13. Las partes en los procesos constitucionales. Tendrán el carácter de parte en los procesos constitucionales:

I. Como actor: la persona, entidad, poder u órgano que promueva.

II. Como demandado: la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto del procedimiento constitucional.

III. Como tercero o terceros interesados: las personas, las entidades, poderes u órganos a que se refiere el artículo 158 de la Constitución Política del Estado, que sin tener el carácter de actores o demandados, pudieran resultar afectados por la sentencia que pudiera dictarse.

IV. El Procurador General de Justicia del Estado.

Artículo 14. La capacidad y representación. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado, deberá comparecer a juicio por conducto de sus representantes legales, o bien las autoridades por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, están facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio, goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.

En los procedimientos constitucionales no se admitirá ninguna forma de representación diversa a la prevista en el párrafo anterior; sin embargo las autoridades por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley.

El Gobernador del Estado, será representado por el Secretario del ramo o por el Procurador General de Justicia, según lo determine el propio Gobernador, considerando las competencias establecidas en la ley de la materia. El acreditamiento de la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.

Artículo 15. La representación común en los casos de intervención de partes. Cuando en los procedimientos constitucionales intervengan dos o más personas, entidades, poderes u órganos como actores, demandados o terceros interesados, deberán nombrar un representante común que designaran entre ellos mismos.

Si no hacen la designación, se les mandará prevenir desde el primer auto para que propongan al representante dentro del término de tres días siguientes, y si no lo hicieren, se nombrará con tal carácter a cualquiera de los interesados.

Artículo 16. El llamamiento en causa. El magistrado instructor puede ordenar la intervención en el procedimiento de un tercero, cuando estime necesaria su presencia para decidir válidamente la cuestión planteada.

CAPÍTULO TERCERO

ACTOS PROCESALES

Artículo 17. La forma de los actos procesales. Cuando la ley no prescriba determinada forma para un acto del procedimiento, el mismo podrá ser realizado en cualquier forma, siempre que sea idónea para alcanzar su finalidad de acuerdo a la garantía de la tutela judicial efectiva.

Artículo 18. Los días y horas hábiles. Las actuaciones judiciales se practicarán en días y hora hábiles.

Para los efectos de esta ley, se consideran como días y horas hábiles los que determine el Código Procesal Civil y la Ley que regule la organización y funcionamiento del Poder Judicial del Estado.

Artículo 19. El cómputo de los plazos. Los plazos se computarán de conformidad con las reglas siguientes:

I. Comenzarán a correr al día siguiente al en que surta sus efectos la notificación, incluyéndose en ellos el día del vencimiento.

II. Se contarán solo los días hábiles.

III. No correrán durante los días en que se suspendan las labores del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 

Artículo 20. Los plazos individuales y comunes. Los plazos que por disposición por la ley no sean individuales, se tienen por comunes para todas las partes.

Artículo 21. La preclusión. Concluidos los plazos fijados a las partes, se tendrá por perdido el derecho que dentro de ellos debió ejercitarse, sin necesidad de acusar rebeldía.

Artículo 22. El tiempo en que deben efectuarse las notificaciones. Las resoluciones deberán notificarse al día siguiente en que se hubiesen pronunciado, mediante publicación en lista y por oficio entregado en el domicilio de las partes, por conducto del actuario o mediante correo en pieza certificada con acuse de recibo. En casos urgentes, podrá ordenarse que la notificación se haga por la vía telegráfica, vía fax o cualquier otro medio confiable.

Las notificaciones al Gobernador del Estado se entenderán con el Secretario del Ramo a quien corresponda el asunto.

Artículo 23. La autorización para oír notificaciones. Las partes podrán designar a una o varias personas para oír notificaciones, imponerse de los autos y recibir copias de traslado.

Artículo 24. La obligación de las partes en orden a la notificación. Las partes estarán obligadas a recibir los oficios de notificaciones que se les dirijan a sus oficinas, domicilio o lugar en que se encuentren. En caso de que las notificaciones se hagan por conducto del actuario, se hará constar el nombre de la persona con quien se entiende la diligencia y sí se negare a firmar el acta o a recibir el oficio, la notificación se tendrá por legalmente hecha.

Artículo 25. El momento en que surte sus efectos las notificaciones. Las notificaciones surtirán sus efectos a partir del día siguiente al que hubieren quedado legalmente hechas.

Artículo 26. La nulidad de las notificaciones. Las notificaciones que no fueren hechas en la forma establecida en este capítulo serán nulas.

Para resolver sobre la petición de nulidad, se observarán las reglas siguientes:

I. La nulidad sólo podrá ser invocada por la parte a quien perjudique.

II. La notificación surtirá sus efectos como si se hubiere legalmente hecho, a partir de la fecha en que la parte se manifieste, en cualquier forma, sabedora de la resolución notificada.

III. La nulidad de la notificación deberá reclamarse por la parte perjudicada en el primer escrito o en la actuación subsiguiente en que intervenga, a contar del momento en que se hubiere manifestado sabedor de la resolución o se infiera que la ha conocido, pues de lo contrario queda revalidada aquella de pleno derecho.

IV. El magistrado instructor puede, en cualquier tiempo, aunque no lo pidan las partes, mandar repetir las notificaciones y regulares o defectuosas, sin lesionar derechos legalmente adquiridos por aquellas.

V. Declarada la nulidad se impondrá multa de uno a diez días de salario al notificador responsable, quien en caso de reincidencia será destituido de su cargo. 

Artículo 27. La presentación de promociones de término. Las demandas o promociones de término, podrán presentarse fuera del horario de labores, ante la oficialía de partes o ante la autoridad que designe la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

Artículo 28. Las promociones presentadas por las partes que radican fuera del lugar de residencia del Tribunal. Cuando las partes radiquen fuera del lugar de residencia del Tribunal Superior de Justicia del Estado, las promociones se tendrán por presentadas en tiempo si los escritos u oficios relativos, se depositan dentro de los plazos legales, en las oficinas de correos, mediante piezas certificadas con acuse de recibo, o se envían desde la oficina de telégrafos que correspondan. En estos casos se entenderá que las promociones se presentan en la fecha en que las mismas se depositan en la oficina de correos o se envían desde la oficina de telégrafos, según sea el caso, siempre que tales oficinas se encuentren ubicadas en el lugar de residencia de las partes.

CAPÍTULO CUARTO

LOS INCIDENTES

SECCIÓN PRIMERA

LOS INCIDENTES EN GENERAL

Artículo 29. La clasificación. Son incidentes de especial pronunciamiento el de nulidad de notificaciones, el de reposición de autos y el de falsedad de documentos.  Cualquier otro incidente que surja en el juicio, con excepción del relativo a la suspensión, se fallará en la sentencia definitiva.

Artículo 30. El procedimiento. Los incidentes de especial pronunciamiento podrán promoverse por las partes ante el magistrado instructor antes de que se dicte sentencia.

Tratándose del incidente de reposición de autos, el magistrado instructor ordenará certificar la existencia anterior y la falta posterior del expediente, quedando facultado para llevar acabo aquellas investigaciones que no sean contrarias a derecho.

Los incidentes se sustanciarán en una audiencia en la que el magistrado instructor recibirá las pruebas y los alegatos de las partes y dictará la resolución correspondiente.

SECCIÓN SEGUNDA

LA SUSPENSIÓN

Artículo 31. La procedencia de la suspensión. Tratándose de controversias constitucionales o acciones de inconstitucionalidad locales, el magistrado instructor, de oficio o a petición de parte, podrá conceder la suspensión del acto que las motivare, hasta antes de que se dicte sentencia definitiva. La suspensión se concederá con base en los elementos que sean proporcionados por las partes o recabados por el magistrado instructor en los términos de esta ley.

Para el otorgamiento de la suspensión deberán tomarse en cuenta las circunstancias y características particulares de la controversia constitucional, de acuerdo a la apariencia del buen derecho. 

Artículo 32. La improcedencia de la suspensión. La suspensión no podrá concederse en los casos en que se afecte el orden público o se ponga en peligro la seguridad, las instituciones fundamentales del orden jurídico del Estado o pueda afectarse gravemente a la sociedad en una proporción mayor a los beneficios que con ella pudiere obtener el solicitante.

Artículo 33. La tramitación de la suspensión. La suspensión se tramitará por vía incidental y podrá ser solicitada por las partes en cualquier tiempo hasta antes de que se dicte sentencia definitiva.

Artículo 34. Los hechos supervenientes en orden a la suspensión. Hasta en tanto no se dicte sentencia definitiva, el magistrado instructor podrá modificar o revocar el auto de suspensión por el mismo dictado, siempre que concurra un hecho superveniente que lo fundamente.

Si la suspensión hubiere sido concedida por el Pleno del Tribunal de Justicia del Estado al resolver el recurso de reclamación contenido en esta ley, el magistrado instructor someterá a la consideración del propio Pleno los hechos supervenientes que fundamenten la modificación o revocación de la misma, a efecto de que este resuelva lo conducente.

Artículo 35. El alcance y efectos de la suspensión. El auto mediante el cual se otorga la suspensión, deberá señalar con precisión sus alcances y efectos, los órganos obligados a cumplirla, los actos suspendidos, el territorio en el que opera, el día en que deba surtir sus efectos y, en su caso, los requisitos para sea efectiva.

CAPÍTULO QUINTO

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

Artículo 36. La improcedencia. Los procedimientos constitucionales son improcedentes:

I. Contra decisiones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

II. Si se plantea controversia contra actos en materia electoral, excepto cuando se trate de acciones de inconstitucionalidad sobre la propia materia y el control difuso.

III. Contra normas generales o actos que sean materia de una controversia pendiente de resolver, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez.

IV. Contra normas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otro procedimiento constitucional, o contra resoluciones dictadas con motivo de la ejecución de la sentencia que en el se hubiese pronunciado, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez, en los casos a que se refiere el artículo 158 de la Constitución Política del Estado.

V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia del procedimiento constitucional.

VI. Cuando la demanda se presente fuera del plazo previsto en esta ley.   

VII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición contenida en este ordenamiento.

En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio y bajo el principio de interpretación estricta de las causas de inadmisión.

Artículo 37. El sobreseimiento. El Sobreseimiento procederá en los casos siguientes:

I. Cuando la parte actora se desista expresamente de la demanda interpuesta en contra de actos, sin que en ningún caso pueda hacerlo tratándose de normas generales.

II. Cuando durante el procedimiento apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.

III. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe la norma o acto materia del procedimiento, o cuando no se probare la existencia de esta última.

IV. Cuando por convenio de las partes, haya dejado de existir el acto materia del procedimiento, sin que en ningún caso ese convenio pueda recaer sobre normas generales.

CAPÍTULO SEXTO

SENTENCIAS

Artículo 38. El contenido de las sentencias que resuelven en definitiva los procedimientos constitucionales. Las sentencias que resuelven en definitiva los procedimientos constitucionales deberán contener:

I. La fijación breve y precisa de las normas generales o actos objeto del procedimiento y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados.

II. Los preceptos que la fundamenten.

III. Las consideraciones que sustenten su sentido, así como los preceptos que en su caso se estimaren violados.

IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso los órganos obligados a cumplirla las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. 

V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las normas generales o actos impugnados, y en su caso, la absolución o condena respectiva, fijando el término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen.

VI. En su caso, el plazo en que la parte condenada deberá realizar una actuación.

Artículo 39. La corrección de errores por el Tribunal Superior de Justicia del Estado. Al dictar sentencia, el Tribunal Superior de Justicia del Estado corregirá los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada.

Artículo 40. La suplencia de las deficiencias en que incurran las partes. En todos los casos, los jueces deberán suplir la deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o agravios.

Artículo 41. Otras resoluciones diversas a las sentencias definitivas. Las demás resoluciones distintas a las sentencias definitivas adoptarán la forma de autos, que al igual que aquellas, deberán estar fundados y motivados.

CAPÍTULO SÉPTIMO

LOS RECURSOS

SECCIÓN PRIMERA 

LA RECLAMACIÓN

Artículo 42. La procedencia del recurso de reclamación. El recurso de reclamación procederá en los siguientes casos:

I. Contra los autos o resoluciones que admitan o desechen una demanda, su contestación o sus respectivas ampliaciones.

II. Contra los autos o resoluciones que, sin ser la sentencia definitiva, pongan fin a la controversia o que por su naturaleza trascendental y grave pueda causar un agravio material a alguna de las partes no reparable en la sentencia definitiva.

III. Contra las resoluciones dictadas por el magistrado instructor al resolver cualquiera de los incidentes previstos en esta ley.

IV. Contra los autos del magistrado instructor en que se otorgue, niegue, modifique o revoque la suspensión. 

V. Contra los autos o resoluciones del magistrado instructor que admitan o desechen pruebas.

VI. Contra los autos o resoluciones del Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado que tengan por cumplimentadas las ejecutorias dictadas por el Pleno de dicho Tribunal.

VII. En los demás casos que señala esta ley.

Artículo 43. El plazo y la forma para la interposición del recurso de reclamación. El recurso de reclamación deberá interponerse en un plazo de cinco días y en el deberán expresarse agravios y acompañarse pruebas.

Artículo 44. La tramitación de recurso. El recurso de reclamación se promoverá ante el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien correrá traslado a las demás partes para que dentro del plazo de cinco días aleguen lo que a su derecho convenga. Trascurrido este último plazo, el Presidente turnará los autos a un magistrado distinto del instructor a fin de que elabore el proyecto de resolución que deba someter al Tribunal Pleno.

Artículo 45. Sanción por recursos de reclamación inmotivados. Cuando el recurso de reclamación se interponga sin motivo, se impondrá al recurrente, a su abogado o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario.

SECCIÓN SEGUNDA

LA QUEJA

Artículo 46. La procedencia del recurso de queja. El recurso de queja es procedente:

I. Contra la parte demandada o cualquier otra autoridad, por violación, exceso o defecto en la ejecución del auto o resolución por el que se haya concedido la suspensión.

II. Contra la parte condenada, por exceso o defecto en la ejecución de una sentencia.

Artículo 47. Los plazos para hacer valer el recurso de queja. El recurso de queja se interpondrá:

I. En los casos del la fracción I del artículo anterior, ante el magistrado instructor, hasta en tanto se falle el procedimiento constitucional en lo principal.

II. En el caso de la fracción II del propio, ante el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, dentro del año siguiente al de la notificación a la parte interesada de los actos por los que se haya dado cumplimiento a la sentencia, o al que la entidad o poder extraño al procedimiento afectado por la ejecución, tenga conocimiento de esta última. 

Artículo 48. El trámite del recurso de queja. Admitido el recurso de queja, se requerirá a la autoridad contra la cual se hubiere interpuesto para que dentro de un plazo de quince días deje sin efectos la norma general o acto que diere lugar al recurso o, para que rinda un informe y ofrezca pruebas. La falta o deficiencia de este informe establecerá la presunción de ser ciertos los hechos imputados, sin perjuicio de que se le imponga una multa de diez a cinto ochenta días de salario.

Trascurrido el término señalado en el párrafo anterior y siempre que subsista la materia del recurso, en el supuesto de la fracción I del artículo precedente, el magistrado instructor fijará la fecha para la celebración de una audiencia dentro de los diez días siguientes a fin de que se desahoguen las pruebas y se formulen por escrito los alegatos; para el caso de la fracción II, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, turnará el expediente a un magistrado instructor para los mismos efectos.

Artículo 49. La resolución del recurso de queja. El magistrado instructor elaborará el proyecto de resolución respectivo y lo someterá al Tribunal Pleno, quien de encontrarlo fundado, sin perjuicio de proveer lo necesario para el cumplimiento debido de la suspensión o para la ejecución de que se trate, determinará en la propia resolución lo siguiente:

I. Si se trata del supuesto previsto en la fracción I del artículo 46, que la autoridad responsable sea sancionada en los términos establecidos en el Código Penal para el delito de abuso de autoridad, por cuanto hace a la desobediencia cometida, independientemente de cualquier otro delito en que incurra.

II. En el caso a que se refiere la fracción II del artículo 46, si el incumplimiento es inexcusable, se fincará responsabilidad a la parte condenada, en los términos del Título Séptimo, de la Constitución Política del Estado. Si fuere excusable, previa declaración del incumplimiento, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que cumpla cabalmente con la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia cumplidamente, en el término concedido, el Pleno procederá en los términos primeramente señalados.

CAPÍTULO OCTAVO

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS

Artículo 50. Las autoridades obligadas al cumplimiento de las sentencias dictadas en los procedimientos constitucionales. Las sentencias dictadas en los procedimientos constitucionales, no sólo deben ser cumplidas por las autoridades que hayan intervenido en dichos procedimientos, sino por cualquiera otra que, por razón de sus funciones, deban intervenir en su cumplimiento.

Artículo 51. La notificación de la sentencia a la parte condenada para los efectos de su cumplimiento. Una vez dictada la sentencia que resuelva favorablemente un procedimiento constitucional, se comunicará, por oficio y sin demora alguna a la parte condenada para su cumplimiento en el plazo fijado en la sentencia.

Artículo 52. El cumplimiento voluntario de la sentencia. En caso de cumplimiento voluntario en el plazo concedido, la parte condenada comunicará dicho cumplimiento al Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien resolverá si es o no correcto.

Artículo 53. La ejecución por falta de cumplimiento voluntario de la sentencia. Si dentro del plazo fijado en la sentencia para el cumplimiento de alguna actuación, la parte condenada no realiza dicha actuación, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de oficio o instancia de parte interesada, requerirá a la obligada para que de inmediato informe sobre su cumplimiento. La omisión de este informe, establece la presunción de desacato.

Artículo 54. El incidente de inejecución de la sentencia. Si dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación del requerimiento a que se refiere el artículo anterior, la ejecutoria no estuviere cumplida, cuando la naturaleza del acto así lo permita, o no se encontrase en vía de ejecución, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado turnará el asunto al magistrado ponente para que trámite el incidente de inejecución.

El magistrado ponente oirá a las partes y al Procurador General de Justicia del Estado y formulará un proyecto de resolución que someterá a la resolución del Pleno en el que considerará si el incumplimiento es excusable o inexcusable.

Artículo 55. Los efectos de la sentencia dictada en el incidente de inejecución. Cuando el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado estime que es inexcusable el incumplimiento de la parte condenada, determinará que la responsable deberá ser separada de su cargo y consignada al Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal correspondiente.

Si la autoridad que deba ser separada de su cargo es alguna de las que menciona el artículo 165 de la Constitución Local, el Pleno del Tribunal, con la resolución que haya dictado en el incidente de inejecución y con las demás constancias que estime necesarias, solicitará al Congreso del Estado que declare si ha o no lugar a proceder en su contra.

Si el incumplimiento fuere excusable, el Pleno del Tribunal requerirá de nueva cuenta a la parte condenada y le otorgará un plazo prudente para que acate la sentencia.  Si la parte condenada no ejecuta la sentencia en el término concedido, el Pleno del Tribunal procederá en los términos de los párrafos anteriores.

Artículo 56. El retraso en el cumplimiento de la sentencia mediante evasivas o procedimientos ilegales. Lo dispuesto en los dos artículos anteriores, se observará también cuando se retarde el cumplimiento de una sentencia por evasivas o procedimientos ilegales de la parte condenada.

Artículo 57. El incumplimiento por repetición del acto. Cuando cualquier autoridad aplique una norma general o un acto declarado inválido, cualquiera de las partes podrá denunciar el hecho ante el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien dará vista a la autoridad señalada como responsable, para que en el plazo de quince días deje sin efectos el acto que se reclame, o para que alegue lo que conforme a derecho corresponda.

Si en los casos previstos anteriormente, la autoridad no deja sin efectos los actos de que se trate, el Presidente turnará el asunto al magistrado ponente para que a la vista de los alegatos, si los hubiere, someta al Tribunal Pleno, la resolución respectiva a esta cuestión.

Si el Pleno declara que efectivamente hay una repetición o aplicación indebida de una norma general o acto declarado inválido, observará lo dispuesto en el artículo 55 de esta ley.  

Artículo 58. La ejecución forzada. Lo dispuesto en los artículos anteriores, debe entenderse sin perjuicio de que el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado y los jueces dispongan de los medios más eficaces para hacer cumplir su sentencia, dictando las providencias que estime necesarias, cuando la naturaleza del acto lo permita.

Artículo 59. La sanción penal. Cuando en los términos de este capítulo, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado hiciera una consignación por incumplimiento de ejecutoria o por repetición del acto invalidado, los jueces penales se limitarán a sancionar los hechos materia de la consignación en los términos que prevea el Código Penal del Estado para el delito de que se trate.

Si de la consignación hecha por el Tribunal Superior de Justicia del Estado, o durante la secuela del proceso penal, se presume la posible comisión de un delito distinto a aquel que fue materia de la propia consignación, se procederá en los términos dispuestos en la parte final del párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en lo que sobre el particular establezcan las leyes de la materia.

Artículo 60. El archivo de procedimientos constitucionales. Los procedimientos constitucionales no pueden archivarse sin que quede enteramente cumplida la sentencia dictada o se hubiere extinguido la materia de la ejecución. El Procurador General de Justicia del Estado cuidara del cumplimiento de esta disposición.

CAPÍTULO NOVENO

CORRECCIONES DISCIPLINARIAS

Artículo 61. Las clases. Se autorizan como correcciones disciplinarias las siguientes:

I. El apercibimiento.

II. La amonestación.

III. La multa, que será de diez a ciento cincuenta días de salario, según las circunstancias, la que podrá reiterarse hasta obtener el total cumplimiento del requerimiento de la autoridad judicial, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad a que hubiere lugar.

Artículo 62. La temeridad o la mala fe. También podrá imponerse sanción pecuniaria de cincuenta a quinientos salarios mínimos a quien actúe con temeridad y mala fe.

Se considera que ha existido temeridad o mala fe, cuando sea manifiesta la carencia de fundamento de la pretensión inicial o de la contradicción; cuando a sabiendas se alegan hechos contrarios a la realidad; cuando se obstruya la práctica de pruebas y cuando por cualquier otro medio se entorpezca el desarrollo normal del procedimiento.

Artículo 63. La base para el cálculo de la multa. Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en la capital del Estado al momento de realizarse la conducta sancionada.

CAPITULO DÉCIMO

LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTROL DE LA 

CONSTITUCIONALIDAD LOCAL

SECCIÓN PRIMERA

EL CONTROL DIFUSO LOCAL

Artículo 64. El control difuso de la constitucionalidad local. En el ejercicio de su jurisdicción ordinaria, los jueces del Poder Judicial del Estado, cualquiera que sea su denominación, están obligados a cumplir y hacer cumplir la Constitución Local frente a cualquier norma o acto que la contravenga. 

En todo caso, se ajustarán a la Constitución Local inaplicando para el caso concreto la norma o acto que estimen contraria a la supremacía constitucional local. Los jueces podrán interpretar la norma o el acto conforme a la Constitución y la ley, para evitar su inaplicación. 

Artículo 65. De oficio o de parte. Todo juez podrá declarar de oficio o a petición de parte, la desaplicación de una norma o acto que estime contrario a la Constitución Local. En su resolución, deberán expresar con claridad la norma o acto cuya constitucionalidad se cuestiona, el precepto constitucional que se considere infringido y la medida en que la decisión de la causa dependa de la aplicación de dicha norma o acto, con las justificaciones precisas a este respecto.

Las partes de un juicio podrán oponer como excepción la inconstitucionalidad de la norma o acto, para que el juez declare su inaplicabilidad en el caso concreto. 
En el ejercicio de este control difuso, los jueces también podrán analizar la inconstitucionalidad por omisión cuando la falta de norma requiera ser colmada o resuelta para garantizar la tutela judicial efectiva. 

Artículo 66. El autocontrol principal. En todo caso, los jueces y magistrados deberán asumir de manera principal este control difuso de la constitucionalidad local, para mantener la vigencia de la regularidad constitucional local en todos los procedimientos constitucionales u ordinarios en que intervengan conforme a la ley.
SECCIÓN SEGUNDA

LA CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD LOCAL

Artículo 67. La procedencia de las cuestiones de inconstitucionalidad locales. Las cuestiones de inconstitucionalidad local se promoverán por las partes de un juicio, por el juez que conoce del asunto o cuando el Pleno del Tribunal Superior de Justicia ejerza su facultad de atracción, siempre que la duda de inconstitucionalidad de la ley implique:

I. La interpretación constitucional de un caso trascendental o sobresaliente a juicio del Pleno del Tribunal Superior de Justicia. 

II. En los casos previstos en los artículos 70 de esta ley.

Artículo 68. El principio de depuración constitucional. En todo caso, los jueces locales estarán obligados a contribuir con la justicia constitucional local para depurar los ordenamientos jurídicos o actos, liberándolos de aquellas disposiciones generales que sean contrarias a la Constitución del Estado, con base en el principio de supremacía constitucional local.

Artículo 69. El procedimiento de la cuestión de inconstitucionalidad local. Las partes legitimadas promoverán la cuestión de inconstitucionalidad local de una ley que estimen aplicable a su juicio, conforme a las reglas siguientes:

I. Se presentará ante el juez o tribunal que conozca del asunto hasta antes de que dicte su fallo definitivo en donde se aplique la norma objeto de la cuestión de inconstitucionalidad y señalará de manera clara las razones por las cuales se estima fundada la invalidez de la ley. 

II. El juez o tribunal de que se trate, dentro de los tres días siguientes enviará la cuestión de inconstitucionalidad al Pleno del Tribunal Superior de Justicia para su resolución definitiva, anexándole todas las constancias y antecedentes que estime pertinentes.

III. Recibido el asunto, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia lo turnará a un magistrado instructor que se encargará de determinar su procedencia y, en su caso, elaborará el proyecto de resolución dentro de los treinta días siguientes a su recepción, para que el Pleno resuelva lo que corresponda.

IV. Si el magistrado instructor resuelve su improcedencia, igualmente lo turnará el Pleno para que, de estar éste de acuerdo con el sentido del proyecto, lo apruebe y ordene se devuelva el asunto al juez o tribunal de que se trate para que él resuelva la cuestión de inconstitucionalidad. 

V. El juez o tribunal no suspenderá su jurisdicción ni tampoco el trámite del juicio. En todo caso, suspenderá el pronunciamiento de la sentencia o la resolución de que se trate, si la ley cuyo contenido se cuestionó, resulta aplicable para tales supuestos.

VI. Si el Pleno del Tribunal Superior de Justicia determina la invalidez o validez de la ley, el juez o tribunal se deberá ajustar a dichas consideraciones para dictar su resolución definitiva.

VII. Además de los efectos previstos en esta ley, las sentencias recaídas en las cuestiones de inconstitucionalidad, vincularán al juez o tribunal y a las partes desde el momento en que les sean notificadas.

VIII. Serán aplicables en lo conducente las disposiciones previstas en esta ley para las acciones de inconstitucionalidad locales.

Artículo 70. La revisión de la resolución de los jueces, tribunales ordinarios u otras autoridades por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado. En todos los casos en que un juez o tribunal haya resuelto inaplicar una ley en un caso concreto, elevarán de oficio ante el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado la cuestión de inconstitucionalidad sobre la que se pronunciarán, junto con el testimonio de los autos principales y demás antecedentes respectivos.

Recibido el expediente en el Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Presidente del Tribunal procederá en los términos del artículo anterior, para que el Pleno resuelva en definitiva la cuestión de inconstitucionalidad de que se trate.

De igual forma se procederá, cuando una autoridad, diferente a la judicial, tenga una duda fundada sobre la constitucionalidad de una ley o acto que va aplicar, en cuyo caso, deberá presentar de manera directa ante el Pleno del Tribunal Superior de Justicia la cuestión de inconstitucionalidad, de oficio o a petición de parte, para que se siga el procedimiento previsto en el artículo anterior.

SECCIÓN TERCERA

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD LOCAL

Artículo 71. Diversos tipos de acciones de inconstitucionalidad. Por el ejercicio de la acción genérica de inconstitucionalidad, puede reclamarse:

I. La incompetencia legislativa, cuando el Congreso del Estado apruebe leyes, decretos o acuerdos de validez general, o los Ayuntamientos emitan bandos de policía y de gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, o cualquier otra autoridad en ejercicio de su facultad legislativa o reglamentaria expida normas fuera de los límites de su esfera material o territorial de competencia.

La extralimitación en que incurran estos órganos, cuando pretendan modificar la Constitución del Estado mediante disposiciones ordinarias, será considerada como un caso de incompetencia por razón de la materia.

II. La violación de leyes constitucionales, sea formal o material, cuando las normas que se confrontan, violen el procedimiento legislativo previsto en la Constitución del Estado o en sus leyes reglamentarias para emitirlas validamente.

III. El exceso de poder, cuando con una disposición ordinaria se usurpan funciones reservadas por la Constitución del Estado al Poder Ejecutivo, al Poder Judicial, a los Ayuntamientos, organismos públicos autónomos u otra entidad; así como en aquellos casos en que exista divergencia entre la finalidad en la que los ordenamientos de observancia general debieron inspirarse según la propia Constitución, y los motivos que efectivamente impulsaron al Poder Legislativo a formular las leyes, decretos o acuerdos de validez general, o a los Ayuntamientos a aprobar los bandos de policía y de gobierno, los reglamentos y las disposiciones administrativas de observancia general cuya constitucionalidad se cuestiona.

IV. La inconstitucionalidad por norma constitucional intangible de acuerdo al estado humanista, social y democrático de derecho.

V. La inconstitucionalidad por omisión, cuando la Constitución del Estado resulta incumplida por falta de las disposiciones de carácter general necesarias para hacer aplicables sus preceptos.

VI. El control previo de constitucionalidad de leyes, cuando el Gobernador del Estado que hubiere vetado una ley aprobada por el Congreso Local, solicita opinión sobre su validez al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

VII. Cualquiera otra forma en que la inconstitucionalidad pueda manifestarse.

Artículo 72. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad. El plazo para ejercitar la acción genérica de inconstitucionalidad será de sesenta días naturales siguientes a la fecha de publicación oficial de la norma, o en su defecto, de que se tenga conocimiento de la misma. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.

En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles. 

Artículo 73. Legitimación para promover la acción de inconstitucionalidad. Se podrán promover contra cualquier norma y en forma abstracta para tutelar intereses jurídicos, legítimos o difusos previstos en la Constitución Local, por:
I. El Ejecutivo del Estado por sí o por conducto de quien le represente legalmente.

II. El equivalente al diez por ciento de los integrantes del Poder Legislativo.

III. El equivalente al diez por ciento de los integrantes de los Ayuntamientos o Concejos Municipales.
IV. El organismo público autónomo, por conducto de quien le represente legalmente, con relación a la materia de su competencia.
V. Cualquier persona cuando se trate de la protección de sus derechos fundamentales.

VI. Los partidos políticos nacionales y estatales con registro debidamente acreditado ante la autoridad electoral que corresponda.

Artículo 74. El contenido de la demanda en la que se ejercita la acción de inconstitucionalidad. La demanda por la que se ejercita la acción genérica de inconstitucionalidad deberá contener:

I. Los datos de identidad de las personas que ejercitan la acción, en su caso, el órgano del que forman parte, y todo cuanto sea necesario para eliminar cualquier incertidumbre sobre la legitimación de quienes demandan.  Así como de quienes sean designados como delegados y autorizados para oír notificaciones.

II. Las autoridades responsables que hubieran emitido, o en su caso promulgado, las normas impugnadas.

III. La norma cuya invalidez se reclama y, en su caso, el medio oficial en que se hubiere publicado.

IV. Los preceptos constitucionales que se estimen violados.

V. Los conceptos de invalidez. 

VI. La firma de los promoventes.

Con el original de la demanda, se presentarán tantas copias cuantas sean necesarias para correr traslado al Procurador General de Justicia del Estado y a las demás partes.

Artículo 75. Los requisitos específicos respecto a los promoventes de la demanda. En los casos previstos en las fracciones II y III del artículo 73 de esta ley, la demanda en que se ejercita la acción de inconstitucionalidad, deberá estar firmada por cuando menos el diez por ciento de los integrantes del Congreso del Estado o del Ayuntamiento o Concejo Municipal correspondiente.

La parte demandante, en la instancia inicial, deberá designar como representantes comunes a cuando menos dos de sus integrantes, quienes actuarán conjunta o separadamente durante todo el procedimiento y aún después de concluido este.  Si no se designaren representantes comunes, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado lo hará de oficio.  

Los representantes comunes podrán acreditar delegados para que hagan promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas y formulen alegatos, así como para que promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley.

En los casos de inconstitucionalidad de leyes, decretos o acuerdos legislativos en materia de la competencia exclusiva de un organismo público autónomo conforme a la Constitución Local, se considerará parte demandante además de las autoridades responsables, el organismo público autónomo de que se trate. 

Artículo 76. La presentación y turno de la demanda. Recibida la demanda en el Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Presidente de dicho Tribunal, designará según el turno que corresponda, a un magistrado instructor a fin de que ponga el proceso en estado de resolución. 

Artículo 77. La aclaración de la demanda. Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda en el que se ejercita la acción de inconstitucionalidad; si se hubiere omitido en ella alguno de los requisitos esencial; si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se hubiesen exhibido las copias de la demanda para el traslado, el magistrado instructor mandará prevenir al promovente o promoventes para que llenen los requisitos omitidos, hagan las aclaraciones que correspondan o presenten las copias dentro del término de cinco días, expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban allanarse para que él o los peticionarios puedan subsanarlas en tiempo.

En los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, el plazo para la aclaración de la demanda será de tres días.

Si el promovente o promoventes no satisficieren los requisitos omitidos, no hicieren las aclaraciones conducentes o no presentaren las copias dentro del término señalado, el magistrado instructor mandará correr traslado al Procurador General de Justicia del Estado, por tres días y en vista de lo que este exponga, admitirá o desechará la demanda, según fuere procedente conforme a los principios de antiformalismo, subsanabilidad, proporcionalidad y razonabilidad de la tutela judicial efectiva.

Artículo 78. La improcedencia de la demanda. En las acciones de inconstitucionalidad, el magistrado instructor podrá aplicar las causales de improcedencia establecidas en esta ley, así como las causales de sobreseimiento, siempre que resulten aplicables.

Artículo 79. La admisión de la demanda. Si el magistrado instructor no encontrare motivo de improcedencia, o se hubiesen llenados los requisitos omitidos, admitirá la demanda y en el mismo auto dará vista a los órganos del Estado o del Municipio, según sea el caso, que hubieren emitido y promulgado la disposición general reclamada, para que dentro del plazo de quince días rindan un informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de dichas disposiciones impugnadas o la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. En el mismo auto se hará saber dicha demanda al tercero o terceros interesados que pudieran resultar afectados por la sentencia que llegara a dictarse.

En los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, el plazo para rendir el informe que contengan las razones y fundamentos tendientes a sostener la inconstitucionalidad de la ley impugnada, será de seis días.

Artículo 80. La intervención del Procurador General de Justicia del Estado. Salvo en los casos en que el Procurador General de Justicia del Estado hubiere ejercitado la acción, el magistrado instructor le dará vista con el escrito y con los informes a que se refiere el artículo anterior, a efecto de que hasta antes de la citación para sentencia, formule el pedimento que corresponda.

Artículo 81. Los alegatos. Después de presentados los informes o habiendo transcurrido el plazo para ello, el magistrado instructor pondrá los autos a la vista de las partes a fin de que dentro del plazo de cinco días formulen alegatos.

Cuando la acción intentada se refiera a leyes electorales, el plazo señalado en el párrafo anterior será de tres días.

Artículo 82. Las pruebas para mejor proveer. Hasta antes de dictar sentencia, el magistrado instructor podrá solicitar a las partes o a quien juzgue conveniente, todos aquellos elementos que a su juicio resulten necesarios para la mejor solución del asunto.

Cuando la acción de inconstitucionalidad se interponga en contra de una ley electoral o administrativa, el magistrado instructor podrá solicitar opinión al Tribunal Electoral y el Tribunal Administrativo del Poder Judicial del Estado, según corresponda.

Artículo 83. La acumulación de procedimientos en los que se impugnan las mismas disposiciones generales. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, de juicio o a petición de parte, podrá decretar la acumulación de dos o más acciones de inconstitucionalidad siempre que en ellas se impugne la misma norma.

Artículo 84. El proyecto de sentencia para la resolución definitiva de la acción de inconstitucionalidad. Agotado el procedimiento, el magistrado instructor propondrá al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado el proyecto de sentencia para la resolución definitiva del asunto planteado.

En los casos de materia electoral, el proyecto de sentencia a que se refiere el párrafo anterior, deberá ser sometido al Pleno dentro de los cinco días siguientes a aquel en que se haya agotado el procedimiento, debiéndose dictar el fallo por el Pleno a más tardar en un plazo de cinco días, contados a partir de que el magistrado instructor haya presentado su proyecto.

Artículo 85. La aprobación final de la sentencia. Al dictar sentencia, el Tribunal Superior de Justicia del Estado deberá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda.  

El Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado podrá fundar su declaración de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial.

Las sentencias que dicte el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado sobre la no conformidad de leyes electorales a la Constitución, sólo podrá referirse a la violación de los preceptos expresamente señalados en el escrito inicial.

Discutido y votado el proyecto de sentencia, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, leerá en voz alta los puntos resolutivos de la sentencia, que suscribirán todos los magistrados participantes en la deliberación.

Podrá reservarse el engrosé del fallo cuando se le hubieren hecho reformas o adiciones.  En este caso se designará a un magistrado de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con el sentido de la votación y la ejecutoria deberá ser firmada por todos los magistrados que hubieren estado en la deliberación, dentro del término de cinco días.

El Presidente y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia podrán reflejar en un voto particular su opinión discrepante defendida en la deliberación, tanto por lo que se refiere a la decisión como a su fundamentación. Los votos particulares, concurrentes y minoritarios se incorporarán a la resolución. 

Artículo 86. La mayoría calificada para dictar sentencia estimatoria cuando se trata de acción de inconstitucionalidad. Las sentencias del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por la mayoría absoluta de sus miembros. Si no se aprobaran por la mayoría indicada, el Tribunal Pleno desestimará la acción ejercitada y ordenara el archivo del asunto. 

Artículo 87. La publicación de la sentencia. Dictada la sentencia, por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia ordenará notificarla a las partes, y mandar publicarlas de manera íntegra en el boletín de información judicial, conjuntamente con los votos particulares que se formulen.

Cuando en la sentencia se declara la invalidez de normas generales, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado ordenará, además, su inserción en el Periódico Oficial del Estado y en el órgano oficial en que tales normas se hubieren publicado.

Artículo 88. Los efectos especiales de las sentencias que resuelven acciones de inconstitucionalidad. Las sentencias estimatorias de acciones genéricas de inconstitucionalidad que resuelvan sobre disposiciones generales del Estado o de los Municipios u otra entidad, tendrán fuerza de cosa juzgada y efectos invalidatorios. Vincularán a todos los órganos estatales y municipales y producirán efectos generales a partir de la fecha que determine el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

Cuando el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado verifique la existencia de inconstitucionalidad por omisión, lo comunicará al órgano competente para que en un plazo razonable, dicte las disposiciones legislativas necesarias que permitan se aplique el precepto de la Constitución falto de reglamentación, pero en todo caso expedirá los principios, bases y reglas normativas a regular conforme a su fallo.

Artículo 89. La irretroactividad de las sentencias estimatorias de las acciones de inconstitucionalidad. La declaratoria de invalidez de las normas impugnadas por efecto de una sentencia estimatoria de una acción de inconstitucionalidad, no autoriza a revisar actos o procesos fenecidos o concluidos mediante sentencia con la fuerza de la cosa juzgada en lo que se hayan hecho aplicaciones de esas normas, salvo en la materia penal, en la que rigen los principios generales y disposiciones legales aplicables propios de esta materia.

La declaratoria de invalidez será atendible en los procesos pendientes, en lo que las normas afectadas pretendan aplicarse.

Artículo 90. El control previo de constitucionalidad de leyes o decretos. El Gobernador del Estado que hubiere vetado, en todo o en parte una ley o decreto, por estimarlo manifiestamente contrario a la Constitución Local, podrá elevar copia del veto razonado y del proyecto de ley o decreto vetado ante el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, solicitándole que emita opinión al respecto, dando a conocer esta circunstancia a la Legislatura, sin perjuicio de la devolución del proyecto original al Órgano Legislativo con las observaciones pertinentes.

El Congreso del Estado, podrá suspender la continuación del procedimiento legislativo en espera de la opinión del Tribunal, si así lo determinan la mayoría de sus miembros, en cuyo caso darán a conocer desde luego sus puntos de vista.

La opinión que en este caso emita el Tribunal Superior de Justicia del Estado, deberá producirse en breve término, concretando la inconstitucionalidad del texto impugnado, si adoleciese de este vicio, y será vinculante para el Poder Legislativo, que no podrá proseguir el procedimiento sin suprimir o modificar los preceptos que se estimen contrarios a la Constitución del Estado.

Cuando el Poder Legislativo, por mayoría absoluta de votos decida no suspender el procedimiento legislativo, lo hará saber al Poder Ejecutivo y al Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien declara sin materia la solicitud de opinión.

En esta última hipótesis, lo mismo que en la que haya sido aprobado el texto original del proyecto por la dos terceras partes de los votos de los legisladores, podrá interponerse la acción de inconstitucionalidad, tras la entrada en vigor del texto de la ley impugnada en vía previa.

En todo caso, los jueces antes de declarar la inconstitucionalidad de una ley o acto, podrán realizar la interpretación conforme a la Constitución y la ley para salvar su posible invalidez. 

CAPITULO DÉCIMO PRIMERO

LAS CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES

Artículo 91. Las clases. Las controversias constitucionales pueden ser de cuatro clases:

I. Las que se suscitan por conflictos de competencia territorial o por materia, con posible afectación de las esferas competenciales atribuidas por la Constitución Local al Estado y a los Municipios.

II. Las que se provoquen por conflictos en el ejercicio de las atribuciones constitucionales entre los Poderes del Estado, excepción hecha del Judicial, con posible afectación a la parte orgánica de la Constitución Local.

III. Las que versen sobre conflictos de límites entre dos Municipios, una vez que el Congreso del Estado se hubiere pronunciado, tal y como lo dispone el artículo 158-I de la Constitución del Estado.

IV. Cualquier otra que verse sobre la invasión de competencias de una autoridad dentro del régimen interno del estado, o cualquier acto de una autoridad que afecte la constitucionalidad local en perjuicio de otra entidad pública.

Artículo 92. Los plazos para el planteamiento de la controversia. Los plazos para la interposición de la demanda en los casos de controversias constitucionales serán:

I. Cuando versen sobre actos, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto, surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos.

II. Cuando se trate de disposiciones generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o al día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que de lugar a la controversia.

III. Tratándose de los conflictos de límites entre Municipios previstos en el artículo 158-I de la Constitución Política del Estado, de sesenta días contados a partir del día siguiente en que los contendientes queden notificados de la resolución pronunciada por el Congreso del Estado.

Artículo 93. Contenido de la demanda en la que se plantea una controversia constitucional. El escrito de demanda en el que se plantee una controversia constitucional debe señalar:

I. La entidad, poder u órgano actor, su domicilio y el nombre y cargo del funcionario que los represente.

II. La entidad, poder u órgano demandado y su domicilio.

III. Las entidades, poderes u órganos terceros interesados si los hubiere, y sus domicilios.

IV. La norma general o acto que se controvierta y cuya invalidez se demanda, así como, en su caso, el medio oficial en que se hubieran publicado.

V. Los preceptos constitucionales que se estimen violados.

VI. La manifestación de los hechos o abstenciones que le consten al actor y constituyan los antecedentes de la norma general o acto cuya invalidez se demanda.

VII. Los conceptos de invalidez.

VIII. La firma del promovente.

Con la demanda deberán exhibirse las copias necesarias para correr traslado a las partes.

Artículo 94. El contenido del escrito de contestación a la demanda. El escrito de contestación de demanda formulado por la parte demandada deberá contener, cuando menos:

I. La relación precisa con cada uno de los hechos narrados por la parte actora, afirmándolos, negándolos, exponiendo como ocurrieron o expresando que los ignora por no ser propios.

II. Las razones o fundamentos jurídicos que estime pertinentes para sostener la validez de la norma general o acto de que se trate.

Artículo 95. La presentación y turno de la demanda. Recibida la demanda en el Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Presidente del Tribunal designará, según el turno que corresponda, a un magistrado instructor a fin de que integre el proceso y lo ponga en estado de resolución.

Artículo 96. Los motivos de improcedencia. El magistrado instructor examinará ante todo, el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, y comunicará su resolución a la parte actora.

Artículo 97. La admisión de la demanda. Admitida la demanda, el magistrado instructor ordenará emplazar a la parte demandada para que dentro del término de treinta días produzca su contestación, y dará vista a las demás partes para que dentro del mismo plazo manifiesten lo que a su derecho convenga.

Artículo 98. La contestación de la demanda y reconvención. Al contestar la demanda, la parte demandada podrá, en su caso, reconvenir a la actora, aplicándose al efecto lo dispuesto en esta ley para la demanda y la contestación original.

Artículo 99. La ampliación de la demanda. El actor podrá ampliar su demanda dentro de los quince días siguientes a la contestación si en esta última apareciere un hecho nuevo, o hasta antes de la fecha del cierre de la instrucción, si apareciere un hecho superveniente.

La ampliación de la demanda y su contestación se tramitarán conforme a lo previsto para la demanda y la contestación originales.

Artículo 100. Los escritos originales obscuros o irregulares. Si los escritos de demanda, contestación, reconvención o ampliación fueren obscuros o irregulares, el magistrado instructor prevendrá a los promoventes para que subsanen las irregularidades dentro del plazo de cinco días.

De no subsanarse las irregularidades requeridas, y si a juicio del magistrado instructor la importancia y trascendencia del asunto lo amerita, correrá traslado al Procurador General de Justicia del Estado, por cinco días y con vista a su pedimento si lo hiciere, admitirá o desechará la demanda dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, conforme a los principios de la tutela judicial efectiva.

Artículo 101. La audiencia de ofrecimiento y recepción de pruebas. Trascurrido el plazo para contestar la demanda y, en su caso, su ampliación o la reconvención, el magistrado instructor señalará fecha para una audiencia de ofrecimiento y desahogo de pruebas que deberá verificarse dentro de los treinta días siguientes.

El magistrado instructor podrá ampliar el término para la celebración de la audiencia, cuando la importancia y trascendencia del asunto así lo amerite.

Artículo 102. La admisión ficta de los hechos. La falta de contestación de la demanda o, en su caso, de la reconvención dentro del plazo respectivo, hará presumir como ciertos los hechos que se hubieren señalado en ellas, salvo prueba en contrario, siempre que se trate de hechos directamente imputados a la parte actora o demandada, según corresponda.

Artículo 103. Las pruebas. Las partes podrán ofrecer todo tipo de prueba, excepto la de posiciones y aquellas que sean contrarias a derecho. En cualquier caso, corresponderá al magistrado instructor desechar de plano aquellas pruebas que no guarden relación con la controversia o no influyan en la sentencia definitiva.

Artículo 104. La oportunidad para ofrecer y anunciar pruebas. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en al audiencia, excepto la documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que se haga relación de ella en la propia audiencia y se tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado.

La prueba testimonial, pericial y la de inspección judicial, deberán anunciarse diez días antes de la fecha de la audiencia, sin contar esta última ni la del ofrecimiento, exhibiendo copia de los interrogatorios para los testigos y el cuestionario para los peritos, a fin de que las partes puedan repreguntar en la audiencia. En ningún caso se admitirá más de tres testigo por cada hecho.

Al promoverse la prueba pericial, el magistrado instructor designará al perito o peritos que estime convenientes para la práctica de la diligencia. Cada una de las partes podrá designar también un perito para que se asocie al nombrado por el magistrado instructor o rinda su dictamen por separado. Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el magistrado instructor deberá excusarse de conocer, cuando en él ocurra alguno de los impedimentos a que se refiere el Código Procesal Civil de Estado.

Artículo 105. El deber de las autoridades con relación a las pruebas documentales solicitadas por las partes. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, todas las autoridades tienen obligación de expedirles oportunamente las copias o documentos que soliciten y, en caso contrario, pedirán al magistrado instructor que requiera a las omisas. Si a pesar del requerimiento no se expidieren las copias o documentos, el magistrado instructor, a petición de parte hará uso de los medios de apremio y denunciará a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

Artículo 106. El desarrollo de la audiencia. La audiencia se celebrará con o sin la asistencia de las partes o de sus representantes legales. Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las pruebas y los alegatos por escrito de las partes.

Artículo 107. Las pruebas para mejor proveer. En todo tiempo, el magistrado instructor podrá decretar pruebas para mejor proveer, fijando al efecto fecha para su desahogo.  Así mismo, el propio magistrado podrá requerir a las partes para que proporcionen los informes o aclaraciones que estimen necesarios para la mejor resolución del asunto.

Artículo 108. El proyecto de resolución. Una vez concluida la audiencia, el magistrado instructor dispondrá del plazo de 15 días para formular el proyecto de resolución correspondiente y ponerlo a la consideración del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

Cuando por la importancia del negocio o lo voluminoso del expediente, el magistrado relator estime que no sea bastante el plazo de 15 días para formular el proyecto, pedirá la ampliación de dicho plazo por el tiempo que se juzgue necesario.

Artículo 109. La resolución definitiva. Formulado el proyecto de sentencia, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, señalará día y hora para su discusión y resolución por el Pleno del Tribunal.

Los autos quedarán a disposición de los magistrados en la Secretaría del Pleno para su estudio.

El Presidente del Tribunal dirigirá las deliberaciones, formulará las cuestiones y recogerá los votos.

Las resoluciones del Pleno del Tribunal se tomarán por unanimidad o mayoría de votos, salvo los casos previstos en el artículo 158, fracción II, numeral 3º, en el que se requerirá la mayoría absoluta de sus miembros.  

No obstante, las controversias que versen sobre disposiciones generales del Estado o de los Municipios, podrán ser resueltas por mayoría simple de los magistrados presentes, pero para que tengan efectos generales, deberán ser aprobadas por la mayoría calificada a que se refiere el párrafo anterior.

Las demás controversias que resuelva el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, tendrán efectos de cosa juzgada únicamente respecto de las partes que en ellas intervinieron.  Sólo en los casos en que se forme jurisprudencia local tendrán efectos generales.

Los Magistrados sólo podrán abstenerse de votar cuando tengan impedimento legal o no hayan estado presentes en la discusión del asunto.

En caso de empate, el asunto se resolverá en la siguiente sesión, para la que se convocará a los magistrados ausentes que no estuvieren legalmente impedidos o a los supernumerarios en su caso; si en esta sesión tampoco se obtuviere mayoría, se desechará el proyecto y el Presidente del Tribunal Superior de Justicia designará a otro magistrado para que, teniendo en cuenta las opiniones vertidas, formule un nuevo proyecto. Si en dicha sesión persiste el empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

Siempre que un magistrado disintiere de la mayoría, podrá formular voto particular, el cual se insertará al final de la ejecutoria respectiva si fuere presentado dentro de los cinco días siguientes a la fecha del acuerdo.

Artículo 110. La resolución de controversias conexas. No procederá la acumulación de controversias, pero cuando exista conexidad entre dos o más de ellas y su estado procesal lo permita, podrá acordarse que se resuelvan en la misma sesión.

Artículo 111. La notificación y publicación de las sentencias. Dictada la sentencia, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado ordenará notificarla a las partes y mandará publicarla de manera integra en el Boletín de Información Judicial, conjuntamente con los votos particulares que se hubieren formulado.

Cuando con motivo de la resolución de la controversia, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado declarare inválidas las disposiciones generales del Estado o de los Municipios por haber sido expedidas sin contar con la competencia necesaria para ello; el Presidente del Tribunal ordenará, además, su publicación en el Periódico Oficial del Estado y en su caso, en el órgano oficial en que tales normas se hubieren publicado.

Artículo 112. Los efectos particulares de las sentencias que resuelven controversias constitucionales. Las sentencias que resuelven controversias constitucionales, establecerán en definitiva la titularidad de la competencia controvertida.

Siempre que la controversia verse sobre disposiciones generales y la resolución del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado las declarare inválidas por haber sido formuladas por la parte demandada sin contar con competencia para ello, dichas resoluciones tendrán efectos generales cuando hubieran sido aprobadas por la mayoría absoluta de los magistrados que conforman el Pleno del Tribunal.

En los demás casos, las resoluciones que pronuncie el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, tendrán efectos únicamente respecto de las partes que intervinieron en la controversia. 

El Pleno del Tribunal Superior de Justicia podrá disponer lo que fuera procedente respecto de las situaciones de hecho o de derecho generadas al amparo de la competencia controvertida.

Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine el Tribunal Superior de Justicia del Estado.

La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables en esta materia.

CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

LA JURISPRUDENCIA EN MATERIA DE JUSTICIA 

CONSTITUCIONAL LOCAL 

Artículo 113. La obligatoriedad de la jurisprudencia en materia de justicia constitucional local. La jurisprudencia que establezca el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado en materia de Justicia Constitucional Local, es obligatoria para éste, para las Salas, el Tribunal Electoral, el Tribunal Administrativo, los Tribunales Unitarios, los Juzgados de Primera Instancia, los Jueces Letrados, así como para todas las autoridades del Estado, de los Municipios y organismos públicos autónomos.

Artículo 114. Formación de la jurisprudencia en materia de justicia constitucional local. El Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado formará jurisprudencia cuando:

I. En una sentencia establezca la inconstitucionalidad de una norma de carácter general, ya sean del Estado o de los Municipios.

II. En dos sentencias reitere en forma ininterrumpida el mismo criterio en materia de controversias constitucionales. En este caso cuando el Tribunal Superior de Justicia del Estado establezca jurisprudencia por reiteración de criterio, procederá a hacer la declaratoria general correspondiente. Los efectos de esta declaración no serán retroactivos, salvo en materia penal en términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

III. Cuando resuelva una contradicción de criterios en materia constitucional.

IV. En dos sentencias reitere en forma ininterrumpida el mismo criterio sobre la inconstitucionalidad de un acto. 

Artículo 115. La formulación de la tesis. Cuando el Tribunal Superior de Justicia del Estado establezca un criterio relevante en materia de Justicia Constitucional Local, elaborará la tesis respectiva que deberá contener:

I. La relación sucinta de los hechos del asunto del que deriva.

II. La identificación de las normas constitucionales respecto de las cuales se establezca el criterio.

III. Las consideraciones interpretativas, mediante las que el Pleno del Tribunal haya determinado el sentido y alcance de dicha norma constitucional.

IV. El rubro, los datos de identificación del asunto, número de tesis, nombre del magistrado ponente, resultado de la votación emitida y, en su caso, el asunto o los asuntos de los cuales deriva la misma 

Artículo 116. La publicación de la jurisprudencia en materia constitucional local. La jurisprudencia en la que se determine la inconstitucionalidad de disposiciones generales, se publicarán en el Boletín de Información Judicial, en el Periódico Oficial del Estado y en el órgano oficial en el que, en su caso, se hubiere publicado la norma general respectiva. En los demás casos la jurisprudencia solo se publicará en el Boletín de Información Judicial

Artículo 117. Las normas complementarias. En lo no previsto en este Capítulo, la jurisprudencia en materia de Justicia Constitucional Local se regirá por las disposiciones del Título Décimo Tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en lo que resulten aplicables.

Los tribunales que conforme a la ley formen jurisprudencia local están facultados también para formar jurisprudencia en materia de la constitucionalidad local.

T R A N S I T O R I O S 

ARTÍCULO PRIMERO. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO. Los procedimientos constitucionales pendientes de resolución a la entrada en vigor de la presente ley, se tramitarán y resolverán en los términos establecidos en esta ley.

ARTÍCULO TERCERO. Por esta única vez, las leyes y demás normas vigentes antes de que entre en vigor este Decreto y que sean susceptibles de invalidez conforme a la acción de inconstitucionalidad local, podrán ser impugnadas conforme al artículo 158 de la Constitución Local, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la fecha en que entre en vigor este Decreto o a partir del día siguiente en que se presente el primer acto de aplicación en contra del sujeto legitimado, sin perjuicio del control difuso de la constitucionalidad local y salvo la inconstitucionalidad por omisión que podrá cuestionarse en cualquier momento mientras subsista la omisión.
ARTÍCULO CUARTO. Se faculta al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado para que dicte todas las medidas que sean necesarias para la efectividad e inmediato cumplimiento de esta ley.

ARTÍCULO QUINTO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo preceptuado por esta ley.

Así, lo dictaminan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila junio 13 de 2005.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Quinta Legislatura, con relación al expediente que se formó con motivo de la Iniciativa de Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias para el Estado de Coahuila de Zaragoza planteada por los titulares de los tres poderes del Estado.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión del Pleno del Congreso del Estado celebrada el 26 de abril del año 2005, se dio cuenta de la Iniciativa de Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias para el Estado de Coahuila de Zaragoza planteada por los titulares de los tres poderes del Estado.

SEGUNDO. Que, en observancia del trámite legislativo, la Presidencia del Congreso turnó el anterior asunto a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que emitiera Dictamen al respecto. 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Que la Comisión es competente para emitir el presente dictamen tanto por el Acuerdo del Presidente de la mesa Directiva del Pleno, así como por lo dispuesto por los artículos  relativos vigentes de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que como antecedentes de la iniciativa en comento cabe destacar que:

Uno de los signos distintivos más importantes del Siglo XXI, es el de tratar de resolver las diferencias y conflictos por la vía pacífica, cualquiera que sea la índole o el origen de éstos. A través de la solución pacífica de conflictos se busca el desarrollo positivo de la vida personal y social. De ahí que la solución pacífica de los conflictos sea una habilidad vital que descansa en nuestro potencial como individuos y como comunidades.

La correcta germinación de este potencial depende de un entorno que favorezca e incentive el diálogo y la concordia cultural en todos los ámbitos de la vida cotidiana; de un entorno que pretenda encontrar espacios que faciliten la prevención y la solución de los conflictos; y que además, la solución de conflictos lejos de convertirse en experiencias lacerantes, se traduzca en oportunidades para interactuar en las que se reconozcan y se respeten las diferencias de unos con otros. Todo ello implica el alcanzar la congruencia de las legítimas aspiraciones democráticas de nuestra sociedad con lo establecido por las cartas magnas, ya federal, ya local.

En efecto, valores como el diálogo y la cultura de la paz, constituyen elementos sine que non de la democracia vista como forma de vida. Sin embargo, el acceso a esa democracia sólo es factible si el estado, privilegia y proporciona los medios para alcanzar la solución colaborativa de conflictos en las distintas esferas de convivencia social. La propuesta de implementar los medios alternos de solución de controversias, nos brinda la posibilidad de introducirnos a esa democracia, ya que a través de dichos mecanismos podemos tener una mayor participación popular en la justicia, toda vez que son los ciudadanos quienes intervienen integrando tribunales arbitrales o actuando como mediadores, conciliadores o evaluadores.

TERCERO. Que la iniciativa de ley se sustentó con la siguiente exposición de motivos: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

a) Antecedentes de los medios alternos de solución de controversias.

A partir de un pasado no muy lejano, la tendencia de los documentos internacionales ha sido la de pronunciarse en favor de los medios alternos de solución de controversias. En efecto, la Conferencia Internacional de la Haya; la Carta de la Organización de las Naciones Unidas; la Carta de la Organización de los Estados Americanos; el Tratado de Libre Comercio de América del Norte; el Reglamento de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, entre otros, establecen que en caso de desavenencia grave del conflicto o simplemente, como medio para la solución de los litigios, las partes afectadas tratarán de buscarle solución, ante todo, mediante la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje u otros medios pacíficos de su elección.

En México: la Declaración de Yucatán y el Segundo Encuentro de Procuradores Generales de Justicia y Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia, sirvieron de marco para acordar la incorporación de la mediación y la conciliación como previo a juicio; el arbitraje como medio alterno para solución de conflictos y el impulso de reformas legales y reglamentarias necesarias para propiciar la resolución alterna de conflictos en todas sus formas, con el propósito de conformar una estrategia sobre la materia.

Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 2 inciso A, establece lo siguiente: 

Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:

I. ...
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La Ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes.

Por lo que hace a nuestra entidad, el Plan Estatal de Desarrollo 2000-2005, precisa, entre las misiones fundamentales del Gobierno: 

El proteger y asegurar los derechos de las personas; suministrar los medios para la representación de los intereses diversos y ofrecer un foro para conciliar las demandas; fomentar la paz social mediante el control de los instrumentos de coerción y el mantenimiento del orden; así como apoyar y mantener un sistema judicial eficaz.

En tal virtud y en atención a las tendencias tanto nacionales como internacionales, se propone reconocer y garantizar, a través de la presente iniciativa de ley, el derecho que tienen las personas de recurrir a los medios alternos de solución de controversias. A través de la implementación de instituciones jurídicas como la mediación, la conciliación, la evaluación neutral y el arbitraje, las partes afectadas por un conflicto o controversia pueden solucionarlas sin necesidad de recurrir a los tribunales, ofreciendo de esta manera, un mayor número de alternativas de acceso a la justicia.

b) Los medios alternos de solución de controversias como complemento de las vías jurisdiccionales

En la actualidad, los órganos jurisdiccionales no constituyen la única vía para resolver los conflictos que se suscitan entre los miembros de una familia, los copropietarios, las empresas, los comerciantes, la interpretación de los contratos, etc. Las personas que se ven inmiscuidas en conflictos de la más diversa índole, pueden, a partir de legislaciones como la presente, auxiliarse de un tercero imparcial con reconocida experiencia en la solución de conflictos, para la solución pacífica de sus controversias. 

En Coahuila, tenemos claro que debemos comenzar a explorar este universo, el que tan buenos y eficaces resultados ha proporcionado en otras entidades y países.

Las nuevas tendencias mundiales legislativas en materia de solución de conflictos están tratando de romper antiguos paradigmas: sobre todo aquellos en los que se creía que todo conflicto o controversia entre particulares podía ser resuelto única y exclusivamente por el estado a través de sus órganos jurisdiccionales, en algunos casos judiciales, en otros más, administrativos.

La solución de conflictos por vía jurisdiccional ha encontrado en los medios alternos de solución de controversias a un buen aliado. Constantemente se realizan esfuerzos legislativos, no sólo en las entidades federativas, sino también en el ámbito internacional, con el fin de dar acogida a los medios alternos de solución de controversias, logrando con ello, despresurizar la vía jurisdiccional, la que en muchas ocasiones no se da abasto para solucionar en los términos esperados por las partes, las controversias que ante ella se promueven.

La plausible existencia de estos mecanismos se justifica por ser medios transformadores que dan oportunidad a las partes de resolver por ellas mismas sus propias desavenencias, impulsando así el crecimiento personal y fortaleciendo los valores individuales y la autoestima, además de representar considerables ventajas, con relación al proceso judicial, en cuanto a su duración, eficiencia, fácil acceso, satisfacción para ambas partes, mayor flexibilidad y menor costo emocional y económico.

c) El auge de los medios alternos de solución de controversias

El auge, tanto nacional como internacional de los medios alternos de solución de controversias es evidente: por el hecho de acudir ante ellos de manera voluntaria, sus resoluciones son acogidas con menos desenfado que las que provienen de los órganos jurisdiccionales. Es obvio, por nuestra propia condición de humanos, a nadie nos parece que se nos obligue a favorecer a alguien con determinada prestación.

Por ello, válidamente se puede concluir que los medios alternos de solución de controversias procuran la prevalencia de la justicia. Cuando los particulares acuden ante los órganos jurisdiccionales en búsqueda de una solución justa a sus conflictos, ésta difícilmente, o mejor dicho, casi nunca aparece en favor de ambas partes: lo que fue justo para uno, fue injusto para el otro. Por ello, debemos redimensionar y darle el justo valor a este tipo de legislación. A través de los medios alternos de solución de controversias se resuelven conflictos en forma particular y no institucional por un órgano del Estado.

Además con la implementación de los medios alternos de solución de controversias se pretende que los intereses de las partes no sean excluyentes entre sí, por el contrario se busca que sus intereses se compaginen, se amalgamen. 

De esta manera, instituciones como la mediación, la conciliación, la evaluación neutral y el arbitraje resultan sumamente eficaces en la solución de conflictos. Estas instituciones, que antiguamente se utilizaban en la solución de los conflictos, han resucitado; han vuelto a tomar vigencia.

d) Los medios alternos de solución de controversias. Esfuerzos compartidos.

En todos los medios alternos de solución de controversias, las partes, con la intervención de un “facilitador” (por supuesto: imparcial) experto en negociación y solución de conflictos, se obligan recíprocamente para obtener una resolución pacífica y discreta en la resolución de sus conflictos.

En efecto, en los medios alternos de solución de controversias, el estado es quien debe facilitar los medios, pero al final de cuentas, la sociedad civil adquiere la responsabilidad de solucionar su conflicto. Se trata de sumar esfuerzos, de compaginarlos, pues. 

Los medios alternos de solución de controversias representan procesos en los que un tercero neutral proporciona ayuda, facilita un método confidencial e informal para reflexionar acerca del conflicto o disputa y trata de resolverlo.

Sin embargo, como en la mayoría de las relaciones humanas, el objetivo de los medios alternos de solución de controversias, no podría ser alcanzado ante la ausencia de comunicación. La ausencia de ésta es común en aquellas relaciones interpersonales desgastadas, rotas, partidas. En estos casos, se requiere que una tercera persona intervenga, que los guíe, que reestablezca esa comunicación perdida: ese es precisamente el papel del facilitador. Además, esto se logra a partir de la comprensión de que existen intereses que no por ser contrarios, dejan de ser confluyentes entre sí y que por lo tanto el arreglo es posible entre ellas sólo si las partes en conflicto se logran poner de acuerdo. Esta situación, teóricamente evidente, en muchas ocasiones brilla por su ausencia, debido a que las partes en conflicto, no ven con claridad, lo que a todas luces es incontrovertible. 

Ese es uno de los principales retos de los medios alternos de solución de conflictos: que la sociedad se de cuenta que estas alternativas, son un mecanismo eficaz en la solución de sus conflictos; que sus técnicas facilitan desde el acuerdo más simple hasta el más complejo. Al demostrar su eficacia, estas vías serán adoptadas en forma generalizada.

e) Los medios alternos de solución de conflictos

La presente iniciativa de ley, centra la mayor parte de su articulado en la regulación exhaustiva de cuatro medios alternos de solución de conflictos, a saber: la mediación, la conciliación, la evaluación neutral y el arbitraje.

1. La Mediación

Para los efectos de esta iniciativa de ley, la mediación es concebida como un procedimiento extrajudicial de solución de controversias, por el cual las partes, asistidas por un tercero neutral llamado mediador, procuran un acuerdo voluntario. La mediación, en todo caso surgirá a petición de una o de las partes que se encuentren en conflicto.

La mediación requiere la participación de un tercero, cuya neutralidad es un elemento indispensable para su buen actuar. El mediador facilita la comunicación entre las partes; ayuda a los interesados a identificar sus diferencias y a establecer, a partir de ellas, las bases para la solución de su conflicto, es decir, no juzga, no emite opinión, pero irreductiblemente, busca soluciones y vigila que éstas sean apegadas al Derecho, al orden público, a la moral y a las buenas costumbres.

2. La conciliación

La conciliación es un procedimiento, a través del cual las partes acuden voluntariamente ante un tercero llamado conciliador, para que les asista en la búsqueda de una solución consensual a su controversia, a través de propuestas conciliatorias no obligatorias.

Al igual que en la mediación, en la conciliación interviene un tercero, en este caso el tercero recibe el nombre de conciliador, quien propicia la comunicación entre las partes y propone fórmulas conciliatorias no forzosas, para la solución de la controversia. En ningún caso, el conciliador podrá imponer su criterio sobre los puntos vertidos entre las partes. Su actuación se limita a conducir el procedimiento conciliatorio en la forma que estime adecuada, pero siempre respetando los principios de objetividad, equidad y justicia y teniendo en cuenta los pormenores del caso, los intereses y deseos de las partes.

3. La evaluación neutral

La evaluación neutral es un procedimiento alterno para la solución de controversias, de carácter facultativo, mediante el cual un tercero, experto e independiente de las partes, llamado evaluador neutral, recibe de éstas sus argumentos de hecho y de derecho, así como sus pruebas, con el propósito de ponderar la validez legal de sus respectivas posiciones y sugerirles recomendaciones sobre las que puedan concertar un acuerdo y resolver sus desavenencias.

4. El arbitraje

El arbitraje es un procedimiento alterno de solución de conflictos, a través del cual, las partes deciden voluntariamente, someter sus diferencias ante un tribunal arbitral, constituido por uno o más árbitros, siempre en número impar, quien recibe esa facultad de un compromiso en árbitro.

Existen diferentes tipos de arbitraje: institucional, si se tramita ante una institución arbitral permanente; ad hoc, si se tramita ante un árbitro independiente; internacional, cuando las partes, al momento de la celebración del acuerdo de arbitraje, tengan sus establecimientos en países diferentes; nacional, cuando se plantea dentro del sistema jurídico de un Estado; en Derecho, cuando se resuelve ajustándose a una norma de derecho; en Amigable Composición, cuando se resuelve conforme a la equidad y en conciencia; o Técnico, cuando versa sobre cuestiones técnicas.

f) La estructura de la ley

La presente iniciativa de ley está dividida en títulos, capítulos y secciones. El Título Primero, bajo la denominación de Medios Alternos de Solución de Controversias, contiene las disposiciones generales, en ellas se consagra el objeto, la clasificación, el derecho de todo ciudadano de acudir a los medios alternos, sus principios rectores, las reglas de los procedimientos, así como el órgano facultado para operarlos; lo relativo a los facilitadores, requisitos para su desempeño, forma de designación, capacidad subjetiva, impedimentos, recusaciones, cancelación de la autorización, responsabilidades y prohibiciones; lo que se refiere a las partes, capacidad, comparecencia, costas y honorarios; eficacia jurídica de los acuerdos y laudos arbitrales; y la autenticidad y eficacia jurídica de los acuerdos.

El Título Segundo, “Procedimiento de los Métodos Alternos de Solución de Controversias”, regula cada uno de los procedimientos en particular, desde el concepto, las funciones del facilitador, el desarrollo del procedimiento hasta su conclusión con el acuerdo o laudo arbitral, y en este último, lo relativo a la corrección, aclaración, nulidad, reconocimiento y ejecución, en su caso, el procedimiento a seguir, las normas aplicables y las causales de denegación de nulidad y de reconocimiento del laudo.

Los tres poderes del Estado reafirman su compromiso con la transformación democrática del estado y del país.

Con este tipo de legislación, Coahuila sigue cumpliendo con su vocación democrática. 

Coahuila comparte con la Nación un futuro humanista, social y democrático de Derecho, todo ello en estricto apego a la Constitución local.

CUARTO. Que por los anteriores motivos, los integrantes de esta Comisión sometemos a consideración de la legislatura para su estudio, resolución y, en su caso aprobación la siguiente iniciativa:

LEY DE MEDIOS ALTERNOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

TITULO PRIMERO

LOS MEDIOS ALTERNOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

CAPITULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. El interés público. La presente ley es de orden público, interés social y de observancia general en el Estado de Coahuila.
Artículo 2. El objeto. Esta ley tiene por objeto regular y fomentar el desarrollo y empleo de medios alternativos para la solución de controversias interpersonales, como opciones distintas a las jurisdiccionales, a las que las partes pueden acudir a fin de prevenir y solucionar sus diferencias en forma pacífica y colaborativa.

Artículo 3. El catálogo de denominaciones. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por:
I. Ley. La Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias;

II. Centro. El Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias;

III. Medios alternos. Los procedimientos de mediación, conciliación, evaluación neutral y arbitraje.

IV. Facilitador. La persona que funja como mediador, conciliador, evaluador o árbitro, autorizados por el Centro para desempeñar las funciones que previene esta Ley.

V. Partes. Las personas que sujetan sus diferencias a los medios alternos de solución de controversias.

Artículo 4. La competencia. Esta ley regula los métodos alternos para prevenir y solucionar las controversias en el ámbito del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 5. La definición de medios alternos. Los medios alternos de solución de controversias, son opciones distintas a las jurisdiccionales a las que las partes pueden acudir para solucionar sus diferencias en los términos previstos en esta ley.

Artículo 6. La clasificación. Son métodos alternos para la solución de controversias los siguientes:
I. La Mediación;

II. La Conciliación;

III. La Evaluación Neutral; y

IV. El Arbitraje.

Artículo 7. El derecho de las partes para optar por los medios alternos. Es facultad de toda persona física o moral, recurrir a los medios alternos de solución de controversias, para resolver sus diferencias sobre derechos de naturaleza disponible. 
Artículo 8. Los principios rectores de los medios alternos. Los medios alternos para la solución extraprocesal de los conflictos se rigen por los siguientes principios:
I. Autodeterminación de las partes en la elección de cualquiera de los medios previstos en esta ley.

II. Flexibilidad en las reglas de los procedimientos.

III. Confidencialidad de los temas tratados, los que no serán objeto de actividad probatoria ante los tribunales, excepto la información relativa a la comisión de un delito.

IV. Imparcialidad del facilitador en el desempeño de sus funciones.

V. Economía en la medida del menor costo y rapidez para la solución de los conflictos.

VI. Seguridad jurídica, en la eficacia y exacto cumplimiento de los acuerdos tomados.

Artículo 9. Las reglas de los procedimientos. Las reglas de estos procedimientos serán flexibles, debiéndose tratar a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas plena oportunidad de hacer valer sus derechos.
En materia de arbitraje, las partes tendrán libertad para convenir el procedimiento a que se haya de ajustar el tribunal arbitral en sus actuaciones, pero en todo caso, deberán observarse las formalidades esenciales del procedimiento, en los términos del artículo 81 de esta Ley.

En los procedimientos alternativos, podrán habilitarse días y horas, salvo los institucionales, que deberán sujetarse a su reglamento.

Artículo 10. El órgano facultado para operar los medios alternos. El órgano facultado para operar los medios alternos será el Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias, el cual deberá procurar la solución extrajudicial de conflictos y prevenir el incremento de los mismos. Las funciones de dicho órgano no son jurisdiccionales y se caracterizan por la especialidad, permanencia, independencia, imparcialidad, profesionalismo, transparencia, responsabilidad y sujeción al estado humanista, social y democrático del derecho.

Este órgano contará con autonomía técnica y estará vinculado administrativamente al Consejo de la Judicatura del Estado como órgano del Poder Judicial.

Las instituciones públicas y/o privadas, así como los particulares que deseen prestar estos servicios, podrán hacerlo siempre que cuenten con la autorización del Centro, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento.

Artículo 11. La eficacia. Para la correcta aplicación de esta ley, el Centro coordinará la participación de los sectores público, privado y social, privilegiando la atención de aquellos conflictos que ameriten pronta solución por vías alternas. 

CAPITULO SEGUNDO

LOS FACILITADORES

SECCIÓN PRIMERA

REQUISITOS

Artículo 12. Los requisitos para asumir la función. Para desempeñarse como facilitador se requiere:

I. Ser una persona honorable; 

II. Ser mayor de edad; y

III. Contar con capacitación en Métodos Alternos de Solución de Controversias.

Tratándose de arbitraje técnico, se requiere además ser especialista en la materia.

Quienes se desempeñen como mediadores o conciliadores escolares y comunitarios deberán tener uso de razón y contar con la capacitación necesaria; sus actuaciones deberán sujetarse a las disposiciones de los Reglamentos respectivos.

Los Notarios y Corredores públicos podrán ejercer la función de facilitador, en aquellos negocios en los que no haya tenido intervención.

Artículo 13. La responsabilidad por el ejercicio de la función. Los facilitadores son responsables por sus actuaciones en los términos de los artículos 20 y 21 de esta Ley.
SECCIÓN SEGUNDA

DESIGNACIÓN

Artículo 14. La designación. Si las partes designan al facilitador, deberán hacerlo entre quienes cuenten con autorización del Centro y sólo podrán recusarlo en los términos del artículo 18 de esta Ley.
Si la selección de facilitador se hace por el Centro, a petición de las partes, se observará el sistema dispuesto por su Reglamento.

Si los participantes no estuvieren de acuerdo con el facilitador designado, podrá transferirse el asunto a otro, si hubiere disponibilidad y ambas partes estuvieren de acuerdo en la nueva designación, caso contrario, la petición será improcedente.

SECCIÓN TERCERA

CAPACIDAD SUBJETIVA

Artículo 15. La capacidad subjetiva. Se presume la imparcialidad de los facilitadores que hayan satisfecho el requisito sobre el perfil y capacitación para su desempeño.

SECCIÓN CUARTA

IMPEDIMENTOS

Artículo 16. Los impedimentos. No podrán ser nombrados facilitadores, las personas que:

I. Tengan interés directo o indirecto en el negocio;

II. Hubiesen sido declarados responsables penalmente por delitos de prevaricación o fraude en cualquiera de sus modalidades y equiparados; y

III. Quienes hayan violado el principio de confidencialidad, dentro de un procedimiento  alternativo.

SECCIÓN QUINTA

EXCUSAS

Artículo 17. Las excusas. El facilitador deberá excusarse bajo pena de inhabilitación como tal, en todos los casos previstos en los Códigos Procesales del Estado, para excusas de jueces, según la materia en la que verse el conflicto a solucionar.

SECCIÓN SEXTA

RECUSACIONES

Artículo 18. Las recusaciones. El facilitador podrá ser recusado por las mismas causas que los jueces del Poder Judicial del Estado.
La persona a quien se comunique la designación de facilitador, deberá revelar todas las circunstancias que puedan dar lugar a dudas justificadas acerca de su imparcialidad o independencia. Desde el momento de su nombramiento y durante todas las actuaciones, revelará sin demora tales circunstancias a las partes, a menos que ya las hubiere hecho de su conocimiento.

En el  caso de que proceda alguno de los impedimentos señalados en esta sección, el facilitador, se abstendrá, desde luego, de intervenir y referirá el caso al Centro, para nueva designación.

El árbitro sólo podrá ser recusado si existen circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad o independencia, por no manifestar oportunamente el hecho o que este ocurra con posterioridad a la designación, conforme al procedimiento establecido por el artículo 76 de esta Ley.

Las partes podrán recusar al árbitro nombrado por ellas, o en cuyo nombramiento intervinieren, por causas que ignoraban antes de efectuada la designación. También podrán recusarlo si la designación la hizo el Centro o cuando los impedimientos fueren conocidos con posterioridad.

SECCIÓN SÉPTIMA

CANCELACIÓN DE LA AUTORIZACIÓN

Artículo 19. La cancelación. Son causas de cancelación definitiva de la autorización para fungir como facilitador: 
I. El incumplimiento injustificado o el mal desempeño o negligencia grave en el ejercicio de sus funciones; 

II. La violación a los principios de confidencialidad e imparcialidad; asesorar o patrocinar a alguna de las partes; y 

III. Haberse negado a intervenir en cualquier asunto, sin causa justificada.

SECCIÓN OCTAVA

RESPONSABILIDADES Y PROHIBICIONES

Artículo 20. Las responsabilidades. Los facilitadores son responsables de que la prestación del servicio se realice con estricto apego a las disposiciones de esta Ley, debiendo prestar personalmente sus servicios, pudiendo auxiliarse por el personal que consideren necesario. 
Los facilitadores deberán excusarse de actuar cuando se encuentren en los supuestos a que se refiere el artículo 17 de esta Ley.

Artículo 21. La prohibición. Quien actúe como facilitador durante un conflicto, no podrá intervenir en cualquier proceso judicial o arbitral relacionado con ese asunto. 
CAPITULO TERCERO

LAS PARTES

SECCIÓN PRIMERA

LA CAPACIDAD

Artículo 22. La capacidad para ser parte. Todas las personas con capacidad jurídica para comparecer en juicio, que tengan interés en resolver sus conflictos sobre derechos de naturaleza disponible, podrán optar por cualquiera de los medios alternos para su solución.
Los menores de edad podrán ser invitados a participar en los procedimientos, para ser oídos, siempre y cuando su intervención sea útil y necesaria a los fines del proceso a juicio del facilitador.

Los tutores no podrán comprometer los negocios de los incapacitados, ni nombrar 

árbitros, sino con aprobación judicial, salvo el caso en que fueren herederos de quien celebró el convenio o estableció la cláusula arbitral.

Los albaceas necesitarán el consentimiento unánime de los herederos para comprometer en árbitros los negocios de la herencia y para nombrar los árbitros, salvo que se trate de cumplimentar el convenio o cláusula compromisoria pactados por el causante.

Las personas morales podrán utilizar estos medios a través de sus representantes legales o apoderados, con facultades para transigir y comprometer sus intereses.

SECCIÓN SEGUNDA

COMPARECENCIA

Artículo 23. La comparecencia. Las partes deberán comparecer personalmente, salvo cuando ello sea imposible por causa fehacientemente justificada, caso en el cual podrán actuar por apoderado con poder bastante para convenir, siempre que exista consentimiento de la otra parte.
En el procedimiento arbitral, las partes podrán actuar por sí mismas o a través de un representante legal.

Artículo 24. La obligación de las partes. Las partes en los procedimientos alternos tendrán las siguientes obligaciones:

Mantener la confidencialidad debida; y

I. Observar una conducta respetuosa, tolerante y atenta durante el procedimiento.

SECCIÓN TERCERA

CONDICIONES Y TÉRMINOS DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO

Artículo 25. Los servicios prestados por el centro. La forma y términos en que el Centro prestará sus servicios se determinará en el Reglamento respectivo.

Artículo 26. Los servicios prestados por los particulares. Los honorarios de Los facilitadores particulares o institucionales, serán fijados de común acuerdo entre éstos y las partes interesadas.
La remuneración correspondiente a los facilitadores que presten sus servicios en el Centro, será fijada conforme a la nómina correspondiente.

CAPITULO CUARTO

EFICACIA JURÍDICA DE LOS ACUERDOS Y LAUDOS ARBITRALES

SECCION UNICA

AUTENTICIDAD Y EFICACIA JURÍDICA DE LOS ACUERDOS

Artículo 27. La autenticidad de los acuerdos. Por la sola firma del facilitador, se presume que el acuerdo no es contrario a derecho, no afecta a la moral, a las buenas costumbres o al orden público, y que las firmas contenidas en éste, son auténticas.
El acuerdo final podrá ser validado por la firma del director del Centro, a petición de alguna de las partes.

Artículo 28. La eficacia jurídica. Los acuerdos de mediación, conciliación y evaluación neutral, tendrán eficacia jurídica, y en caso de incumplimiento, mediante una petición por escrito al juez competente, podrán ser reconocidos y ejecutados por esta autoridad, en los términos de las disposiciones legales del Código Procesal Civil vigente en el Estado.
El laudo emitido por un tribunal arbitral será reconocido como vinculante y después de transcurrido el término para la anulación del mismo por la vía incidental, será ejecutado de conformidad con las leyes de la materia.

TITULO SEGUNDO

PROCEDIMIENTO DE LOS MÉTODOS ALTERNOS

DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

CAPITULO I

LA MEDIACIÓN

SECCIÓN PRIMERA

CONCEPTO
Artículo 29. El concepto. La mediación es un procedimiento extrajudicial de solución de controversias, por el cual las partes, asistidas por un tercero neutral llamado mediador, procuran un acuerdo voluntario.

SECCIÓN SEGUNDA

EL MEDIADOR

Artículo 30. El mediador. El mediador será neutral en su actuación, por lo que sin adoptar decisiones, ayudará a los interesados a identificar sus diferencias y a establecer con ellos bases para la solución de su conflicto.
Artículo 31. Las funciones del mediador. El mediador facilitará la comunicación entre las partes, limitando su intervención al auxilio en la búsqueda de soluciones, cuidando en todo momento que los acuerdos que se tomen no sean contrarios a derecho, ni afecten la moral, las buenas costumbres o al orden público.
El mediador podrá estar asistido de un comediador, preferentemente de distinta profesión de origen, quien lo auxiliará en el desarrollo de las sesiones, especialmente en asuntos en que intervinieren multipartes.

SECCIÓN  TERCERA

EL PROCEDIMIENTO DE MEDIACIÓN

Artículo 32. El inicio de la mediación. Para iniciar el procedimiento de mediación, se requiere la petición de una o de ambas partes al Centro o ante un mediador particular o institucional, en su caso, para el trámite del procedimiento.
Artículo 33. La invitación a la contraparte. El mediador designado deberá comunicar de inmediato a la contraparte, a través de un formulario de invitación, que podrá ser enviado a través de mensajero, fax, correo o cualquier otro medio,  para que dentro del término de diez días conteste sobre su intención.
Artículo 34. La comunicación. El mediador, al tomar conocimiento de la aceptación de la contraparte de acudir a la mediación, comunicará a las partes, el día y hora señalados para la celebración de la sesión inicial conjunta.
Artículo 35. La apertura del procedimiento. La apertura del procedimiento se hará a través de una sesión inicial conjunta, la que se llevará a cabo dentro del plazo de diez días a partir de la fecha de haber aceptado participar en la mediación, en el lugar designado para tal efecto, que podrá ser el domicilio del Centro o de la oficina del mediador particular o institucional, en su caso.
Al iniciar la sesión, el mediador, las partes, y, en su caso, los abogados o persona de su confianza que las acompañe, deberán firmar un convenio de confidencialidad que garantice que las conversaciones no podrán ser reveladas.

Igualmente al mediador le asiste el secreto profesional, sin perjuicio de las excepciones establecidas en esta Ley.

Las partes y el mediador podrán revelar la información obtenida en el procedimiento, siempre que medie consentimiento escrito de todos los mediados.

En caso de que alguno de los participantes revele la totalidad o parte de la información ofrecida en el procedimiento de mediación sin que medie consentimiento escrito, ésta no será tomada en cuenta por la autoridad o el árbitro ante quien se presente, independientemente de que se le hagan exigibles los daños y perjuicios que se originen por el incumplimiento del deber de reserva.

Artículo 36. Las comunicaciones para las sesiones individuales y conjuntas. Las comunicaciones para las sesiones individuales o conjuntas podrán hacerse en forma oral o escrita, por conducto de los interesados, por mensajería, vía telefónica o por cualquier otro medio.
Artículo 37. La duración de la mediación. El procedimiento de mediación no podrá exceder de un plazo de sesenta días contados a partir de la fecha de la primera sesión, pudiendo prorrogarse por acuerdo de las partes, por otros sesenta días, salvo que el procedimiento requiera de mayor tiempo.
Dentro del plazo previsto, se celebrarán las sesiones que sean necesarias, según la naturaleza y complejidad del asunto.

Artículo 38. Los terceros extraños al procedimiento. Cuando el Mediador advirtiere que es necesaria la participación de un tercero, podrá invitarlo a fin de que acuda a la instancia mediadora.
Artículo 39. Las actuaciones. El mediador tendrá amplia libertad para sesionar con las partes, en forma conjunta o separada, cuidando siempre su neutralidad, el deber de confidencialidad y el equilibrio entre ellas.
Artículo 40. La asistencia legal. Las partes podrán asistirse por abogado o persona de su confianza, quienes participarán en la sesión si las mismas así lo deciden.
En todo caso, el mediador cuidará que todas las partes cuenten con igual asistencia.

Artículo 41. La conclusión del procedimiento de mediación. El procedimiento de mediación concluye cuando:

I. Los participantes lograron un acuerdo.

II. Los participantes no lograron acuerdo alguno.

III. Los participantes convinieron sustituir la mediación por otro procedimiento.

IV. Alguno de los participantes expresó su voluntad de retirarse del procedimiento.

V. Alguno de los participantes dejó de asistir a las sesiones programadas.

VI. Transcurrió el plazo del procedimiento de mediación, sin que los participantes hayan solicitado prórroga o, si solicitada, no les fue concedida.

VII. El procedimiento de mediación no está cumpliendo sus propósitos, a juicio del facilitador.

Terminada la mediación en alguna etapa de procedimiento, no impide se acuda nuevamente a este medio de solución de controversias, si las circunstancias son favorables.

Artículo 42. El acuerdo. Del acuerdo al que lleguen las partes, se  levantará acta en la que se hará constar los términos del mismo, la firma del mediador, de los mediados y de los abogados o persona de su confianza, en su caso.
Si no se llega al acuerdo, se levantará acta dejando constancia de lo actuado.

Todos los acuerdos tomados en los procedimientos de mediación, sean parciales o final, deberán consignarse por escrito y contendrá los siguientes requisitos: 

I. Lugar y fecha de celebración;

II. Identidad de los participantes;

III. La especificación de los puntos sobre los que hubo acuerdo; y

IV. La firma de las partes o si no pudieren firmar, deberán estampar su huella digital; y la firma del mediador. 

A cada una de las partes se entregará un original del acuerdo, debiendo dejar copia para constancia.

CAPITULO SEGUNDO

LA CONCILIACIÓN

SECCIÓN PRIMERA

CONCEPTO

Artículo 43. El concepto. La conciliación es un procedimiento, a través del cual las partes acuden voluntariamente ante un tercero llamado conciliador, para que les asista en la búsqueda de una solución consensual a su controversia, a través de propuestas conciliatorias no obligatorias.

SECCIÓN SEGUNDA

EL CONCILIADOR
Artículo 44. El conciliador. Es la persona autorizada por el Centro para intervenir con ese carácter, propiciando la comunicación entre las partes y proponiendo fórmulas conciliatorias no forzosas, para la solución de la controversia.
Artículo 45. Las funciones del conciliador. El conciliador desempeñará su función teniendo en cuenta los siguientes criterios:

I. Ayudará a las partes de manera independiente e imparcial a conciliar, sin imponer su criterio sobre los puntos vertidos  entre ellas.

II. Atendrá a principios de objetividad, equidad y justicia, teniendo en cuenta entre otros factores, los derechos y las obligaciones de las partes y las circunstancias de la controversia.

III. Conducirá el procedimiento conciliatorio en la forma que estime adecuada, teniendo en cuenta los pormenores del caso, los intereses y deseos de las partes, la solicitud de cualquiera de ellas de que el conciliador escuche comentarios, y la necesidad de lograr un rápido arreglo de la controversia.

IV. En cualquier etapa del procedimiento conciliatorio, podrá formular propuestas para una transacción de la controversia, sin que sea preciso que dichas propuestas sean formuladas por escrito ni se aplique el fundamento de ellas.

SECCIÓN TERCERA

EL PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN

Artículo 46. El procedimiento de conciliación. Para seguir el procedimiento de conciliación se requiere una petición verbal o escrita de una de las partes, o el acuerdo de ambas, para acudir ante un tercero conciliador, el que deberán presentar ante el Centro o ante un conciliador particular, en su caso.
Artículo 47. La formalidad del acuerdo de conciliación. El acuerdo de conciliación podrá constar en contrato privado o en cualquier otro medio. También podrá formar parte del acuerdo de mediación, para el caso de que los participantes estimen conveniente sustituir este medio inicialmente elegido por el de conciliación.
El procedimiento conciliatorio se iniciará cuando la otra parte acepte la invitación a la conciliación.

Artículo 48. La audiencia de conciliación. La audiencia de conciliación es una y comprende la sesión o sesiones necesarias para el cumplimiento de los fines previstos en la presente ley.
Artículo 49. La invitación. Recibida la solicitud, el conciliador, después de su designación y aceptación del cargo,  hará una invitación a las partes a la conciliación, mencionando brevemente el asunto objeto de la controversia.
Artículo 50. Las actuaciones. El conciliador conduce la audiencia de conciliación con libertad de acción, por lo que el procedimiento de conciliación no estará sujeto a formalidad alguna. 
Artículo 51. El plazo. El plazo para la conclusión de la conciliación no podrá exceder de sesenta días, contados a partir de la fecha de la audiencia, pudiéndose prorrogar por acuerdo de las partes en un plazo igual.

Artículo 52. La representación y asesoría. La concurrencia a la audiencia de conciliación es personal, salvo que las partes se hagan representar o asesorar por personas de su elección.  Los nombres y las direcciones de esas personas deberán comunicarse por escrito al conciliador y a la otra parte. Esa comunicación deberá precisar si la designación se hace a efectos de representación  o de asesoramiento.
Artículo 53. La conclusión de la conciliación. La conciliación se dará por concluida en virtud de que las partes:

I. Llegaron al acuerdo;

II. No llegaron a acuerdo alguno; o

III. Inasistieron injustificadamente a dos sesiones seguidas.

Artículo 54. El acta de la audiencia. Al concluir la audiencia de conciliación, se levantará acta en la que se contendrá:

I. Lugar y fecha en la que se suscribe;

II. Nombre, identificación y domicilio de las partes;

III. Nombre e identificación del conciliador(es);

IV. El acuerdo conciliatorio, total o parcial, la falta de acuerdo o la inasistencia de las partes a la audiencia;

V. Firma de las partes o de sus representantes legales, cuando asistan a la audiencia. En caso de las personas que no saben firmar, bastará la huella digital y,

VI. Firma del conciliador(es), quien verificará la legalidad de los acuerdos adoptados.

Si las partes no quisieren firmar, se asentará esta circunstancia en el acta.

CAPITULO TERCERO

LA EVALUACIÓN NEUTRAL

SECCIÓN PRIMERA

CONCEPTO
Artículo 55. El concepto. La evaluación neutral es un procedimiento alterno para la solución de controversias, de carácter facultativo, mediante el cual un tercero, experto e independiente de las partes, llamado evaluador neutral, recibe de éstas sus argumentos de hecho y de derecho, así como sus pruebas, con el propósito de ponderar la validez legal de sus respectivas posiciones y sugerirles recomendaciones sobre las que puedan concertar un acuerdo y resolver sus desavenencias.

Artículo 56. Las funciones del evaluador. Son funciones del evaluador:

I. Efectuar los estudios necesarios para identificar la controversia y separar los puntos sobre los que no existan diferencias a fin de simplificar el conflicto; examinar las cuestiones controvertidas a través de  sus debilidades y fortalezas; y analizar las posibles soluciones;

II. Realizar recomendaciones atendiendo a cada situación concreta; y,

III. Ayudar a las partes a alcanzar acuerdos duraderos.

SECCIÓN SEGUNDA

EL PROCEDIMIENTO DE EVALUACIÓN NEUTRAL

Artículo 57. El procedimiento. El procedimiento de evaluación neutral se desarrollará de la manera siguiente:

I. El escrito de petición de evaluación, firmado por las partes, se presentará ante el Centro o ante el evaluador designado; en él señalarán con precisión sus nombres, direcciones y números telefónicos, e indicarán brevemente el objeto de la evaluación.

II. La comunicación entre el evaluador y las partes, se realizará por correo ordinario o electrónico en la dirección señalada para el efecto, o por teléfono al número proporcionado.

III. El evaluador neutral nombrado, comunicará a las partes el lugar, la fecha y la hora en que deberán presentar por escrito, de manera sencilla e informal, los hechos, los argumentos y las pruebas que sirvan de sustento a sus propuestas.

IV. Por excepción, a efecto de aclarar algunos puntos sobre sus posiciones o recibir alguna información adicional a la contenida en sus escritos, el evaluador podrá acordar, por una sola vez, una reunión conjunta con las partes, o la concederá, cuando cualquiera de ellas se lo solicite. 

V. El evaluador podrá auxiliarse de otros evaluadores o expertos especialistas en materia distinta a la que aquél conoce, cuando el asunto así lo amerite.

VI. El informe del evaluador, deberá emitirse en un plazo no mayor de sesenta días, contados a partir del día siguiente al en que las partes plantearon su solicitud.

VII. Concluida la evaluación, se devolverá a las partes toda la documentación proporcionada para ese efecto.

VIII. En el procedimiento, las partes podrán asesorarse por los profesionales que estimen necesarios.

Artículo 58. El informe del evaluador. El evaluador emitirá por escrito informe de evaluación respecto de los hechos, pruebas y argumentos presentados por cada una de las partes, en consonancia con la práctica habitual y el conocimiento propio de su actividad profesional.
Artículo 59. La aceptación de las propuestas del evaluador por las partes. Si las partes aceptan la propuesta o propuestas formuladas, se hará constar el acuerdo en forma de acta que firmarán en unión del evaluador, en los términos del artículo 42 de esta ley.
Si no llegan al acuerdo, se levantará acta de lo actuado.

CAPITULO CUARTO

EL ARBITRAJE

SECCIÓN PRIMERA

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 60. El concepto. El arbitraje es un procedimiento alterno de solución de conflictos, a través del cual, las partes deciden voluntariamente, someter sus diferencias ante un tribunal arbitral, constituido por uno o más  árbitros, siempre en número impar, quien recibe esa facultad de un compromiso en árbitro.

Artículo 61. Las clases de arbitraje. El arbitraje puede ser:
I. Institucional, si se tramita ante una institución arbitral permanente;

II. Ad hoc, si se tramita ante un árbitro independiente;

III. Internacional, cuando las partes, al momento de la celebración del acuerdo de arbitraje, tengan sus establecimientos en países diferentes; cuando el lugar de arbitraje, determinado en el acuerdo de arbitraje o con arreglo al mismo, o el lugar del cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones de la relación, o el lugar con el cual el objeto del litigio tenga una relación más estrecha, esté situado fuera del país en el que las partes tienen su establecimiento;

IV. Nacional, cuando se plantea dentro del sistema jurídico de un Estado;

V. En Derecho, cuando se resuelve ajustándose a una norma de derecho;

VI. En Amigable Composición, cuando se resuelve conforme a la equidad y en conciencia; o

VII. Técnico, cuando versa sobre cuestiones técnicas.

SECCIÓN SEGUNDA

EL ACUERDO DE ARBITRAJE

Artículo 62. El acuerdo de arbitraje. En el acuerdo de arbitraje las partes deciden someter todas o ciertas controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto de una determinada relación jurídica, contractual o no contractual.
Artículo 63. Las formalidades. El acuerdo de arbitraje, podrá adoptar la forma de cláusula incorporada a un contrato o de acuerdo independiente.
El acuerdo de arbitraje deberá constar por escrito, en un documento firmado por las partes o en un intercambio de cartas, telegramas, fax u otros medios de telecomunicación que dejen constancia del acuerdo. 

Se presumirá que hay acuerdo de arbitraje cuando en un intercambio de escritos de demanda y contestación, su existencia sea afirmada por una parte y no negada por la otra.

Cuando el arbitraje fuere internacional, el acuerdo de arbitraje será válido y la controversia será susceptible de arbitraje si cumplen los requisitos establecidos por las normas jurídicas elegidas por las partes para regir el convenio arbitral, o por las normas jurídicas aplicables al fondo de la controversia, o por el derecho aplicable en la entidad.

Artículo 64. La autonomía del acuerdo de arbitraje. Todo acuerdo de arbitraje que forme parte de un contrato principal se considerará como un acuerdo independiente de las demás estipulaciones del mismo.  
En consecuencia, la nulidad total o parcial de un contrato u otro acto jurídico que contenga cláusula compromisoria, no llevará consigo la del acuerdo de arbitraje.

Los árbitros podrán decidir libremente sobre las controversias sometidas a su pronunciamiento, la que podrá versar, inclusive, sobre los vicios que afecten el contrato o acto jurídico que contenga el acuerdo de arbitraje.

Artículo 65. La excepción de arbitraje. La excepción de arbitraje se regirá por los siguientes principios:

I. El compromiso arbitral implica la renuncia de las partes a iniciar proceso judicial sobre las materias o controversias sometidas al arbitraje.

II. La autoridad judicial que tome conocimiento de una controversia sujeta a compromiso arbitral, deberá declararse incompetente de conocer del proceso cuando se lo solicite la parte judicialmente demandada. En este caso, dicha parte puede oponer la excepción de arbitraje que habrá de ser resuelta sin mayor trámite y sin lugar a recurso alguno contra la decisión.

III. La excepción de arbitraje no impedirá la iniciación o prosecución de las actuaciones arbítrales.

Artículo 66. La renuncia. La renuncia al arbitraje se regirá por los siguientes principios:

I. La renuncia al arbitraje será válida únicamente cuando concurra la voluntad de ambas partes.

II. Las partes pueden renunciar expresamente al arbitraje mediante acuerdo que conste por escrito.

III. Se considera que existe renuncia tácita, cuando una de las partes sea demandada judicialmente por la otra y no oponga la excepción de arbitraje en la oportunidad procesal correspondiente.

No se considera renuncia tácita al arbitraje el hecho de que cualquiera de las partes, antes o durante el procedimiento arbitral, solicite de una autoridad judicial competente la adopción de medidas precautorias o que dicha autoridad judicial conceda el cumplimiento de las mismas.

Artículo 67. La oportunidad del acuerdo arbitral. El acuerdo arbitral podrá celebrarse antes de que haya juicio, durante éste, sea cual fuere el estado en que se encuentre, y aún después de sentenciado.
El acuerdo posterior a la sentencia irrevocable, sólo tendrá lugar si los interesados la conocieren.

Artículo 68.  Los elementos del acuerdo. En el compromiso arbitral se designará el negocio o negocios que se sujeten al juicio arbitral y el nombre de los árbitros. Si falta la designación de los árbitros, el acuerdo será válido y se entenderá que los interesados se reservan hacer la designación.
Si falta el primer elemento, el acuerdo es nulo de pleno derecho, sin necesidad de previa declaración judicial.

Artículo 69. Las bases para el acuerdo. En el acuerdo arbitral las partes podrán acordar lo siguiente:

I. El número de árbitros y el procedimiento para su designación, que podrá encomendarse a un tercero;

II. El lugar en donde se llevará a cabo el arbitraje;

III. El idioma o idiomas que hayan de utilizarse en las actuaciones arbitrales; y

IV. Cualquier otra estipulación que estimen conveniente.

Artículo 70. Los efectos. El acuerdo arbitral obliga a las partes a estar y pasar por lo estipulado e impedirá a los jueces y tribunales conocer de las cuestiones litigiosas sometidas al arbitraje, siempre que la parte a quien interese lo invoque mediante la oportuna defensa.
SECCIÓN TERCERA

LOS ÁRBITROS

Artículo 71. La naturaleza de sus funciones. Los árbitros no representan los intereses de ninguna de las partes y ejercerán el cargo con estricta imparcialidad y absoluta discreción. En el desempeño de sus funciones tienen plena independencia y no están sometidos a orden, disposición o autoridad que menoscabe sus atribuciones.
Artículo 72. El número de árbitros. Las partes determinarán el número de árbitros que, en todo caso, será impar.  A falta de acuerdo de éstas, los árbitros serán tres.
Artículo 73. El nombramiento de los árbitros. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento para el nombramiento de los árbitros, debiendo hacer la designación de los que integren la lista de árbitros autorizados para su ejercicio, publicada por el Centro.
A falta de acuerdo, se aplicarán las siguientes reglas:

I. En el arbitraje con un solo árbitro, éste será nombrado por el Centro a petición de cualquiera de las partes.

II. En el arbitraje con tres árbitros, cada parte nombrará uno y ambos árbitros designarán al tercero, quien actuará como presidente del tribunal arbitral. Si una parte no nombra al árbitro dentro de los treinta días siguientes a la recepción del requerimiento de la otra  para que lo haga, o si los dos árbitros no se ponen de acuerdo sobre el tercer árbitro dentro de los treinta días siguientes contados a partir de su nombramiento, la designación será hecha a petición de cualquiera de las partes, por el Centro.

III. En el arbitraje con más de tres árbitros, cada parte nombrará dos  y ambos designarán al quinto, quien actuará como presidente.

Cuando en un procedimiento de nombramiento convenido por las partes, una de ellas no actúe conforme a lo estipulado, o las partes o dos árbitros no puedan llegar a un acuerdo conforme al mencionado procedimiento, o bien, no cumpla alguna función que se le confiera en dicho procedimiento, cualquiera de las partes podrá solicitar al Centro, que adopte las medidas necesarias, para que se cumpla con lo estipulado, a menos que en el acuerdo respectivo se prevean otros medios para conseguirlo.

Artículo 74. La comunicación de la designación y aceptación del cargo de árbitro. La designación se comunicará a cada uno de los árbitros para su aceptación.

Si los árbitros no aceptan la designación en un plazo de diez días contados desde el siguiente de su notificación, se entenderá que no aceptan el nombramiento.

La falta de manifestación durante el término referido, se tendrá como negativa y permitirá proceder al reemplazo respectivo.

Artículo 75. La sustitución de árbitros. Si algún árbitro designado no aceptare, se procederá a su sustitución, con las formalidades preceptuadas para el nombramiento del anterior.
De la misma manera se procederá, si alguno de los árbitros renunciare con justa causa, falleciere o se inhabilitare de algún modo para el ejercicio del cargo durante el curso del arbitraje. En este caso, se detendrá el procedimiento, el que se reanudará en el estado en que se hallaba al designarse el sustituto.

SECCION CUARTA

RECUSACIÓN  DE ÁRBITROS. PROCEDIMIENTO Y EFECTOS

Artículo 76. El procedimiento de recusación de los árbitros. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento de recusación de los árbitros.

A falta de acuerdo, la parte que recuse a un árbitro expondrá los motivos dentro de los tres días siguientes a aquél en que tenga conocimiento de la aceptación o de cualquiera de las circunstancias que pueda dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad o independencia, ante el tribunal arbitral. A menos que el árbitro recusado renuncie a su cargo o que la otra parte acepte la recusación, corresponderá al tribunal arbitral decidir sobre ésta.

Si hubiere oposición del árbitro recusado, la parte recusante podrá pedir al juez competente, de primera instancia en materia civil, con jurisdicción en el lugar del arbitraje, dentro de los treinta días siguientes de notificada, resuelva sobre su procedencia, decisión que será inapelable. Mientras esa petición esté pendiente, el tribunal arbitral, incluso el árbitro recusado, podrán proseguir las actuaciones arbitrales y dictar un laudo.

SECCIÓN QUINTA

GASTOS DEL ARBITRAJE

Artículo 77. La provisión de fondos. El tribunal arbitral podrá requerir en cualquier momento a las partes, la provisión de fondos que estime necesaria para atender a los honorarios de los árbitros y a los gastos que puedan producirse en la administración y tramitación del arbitraje o el ajuste de los mismos, si las condiciones del caso así lo ameritan. Los pagos habrán de producirse en la forma y momento en que el tribunal arbitral o la institución así lo determinen. 
El Centro, en su reglamento, deberá establecer la cuantía y forma de pago de los gastos del trámite arbitral, siendo de obligatorio cumplimiento para las partes su observancia.

SECCIÓN SEXTA

TRIBUNAL ARBITRAL

Artículo 78. La competencia del tribunal arbitral. El tribunal arbitral estará facultado para decidir sobre su propia competencia, incluso sobre las excepciones relativas a la existencia o validez del acuerdo de arbitraje.

La excepción de incompetencia del tribunal arbitral deberá oponerse a más tardar en el momento de presentar la contestación. Las partes no se verán impedidas de oponer la excepción por el hecho de que hayan designado a un árbitro o participado en su designación. La excepción basada en que el tribunal ha excedido su mandato, deberá oponerse tan pronto como se plantee durante las actuaciones arbitrales la materia que supuestamente exceda su mandato. El tribunal arbitral podrá, en cualquiera de los casos, estimar una excepción presentada con posterioridad si considera justificada la demora.

El tribunal arbitral podrá decidir las excepciones a que se hace referencia en el párrafo anterior, desde luego o en el laudo que resuelva sobre el fondo del asunto. Si antes de emitir laudo sobre el fondo, el tribunal arbitral se declara competente, cualquiera de las partes dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se le notifica esta decisión, podrá solicitar al juez de primera instancia en materia civil, resuelva en definitiva; resolución que será inapelable. Mientras esté pendiente dicha solicitud, el tribunal arbitral podrá proseguir sus actuaciones y dictar laudo.

Artículo 79. La constitución del tribunal arbitral. El tribunal arbitral estará conformado por el árbitro o árbitros designados para decidir una controversia. El tribunal arbitral, si lo considera pertinente, nombrará a un secretario quien en ningún caso podrá ser el presidente.

SECCIÓN SÉPTIMA

EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL

Artículo 80. El inicio del arbitraje. Salvo que las partes hayan convenido otra cosa, la fecha en que el demandado haya recibido el requerimiento de someter la controversia a arbitraje se considerará la de inicio del procedimiento arbitral.
Artículo 81. Los principios de igualdad, audiencia y contradicción. El procedimiento arbitral se sujetará en todo caso a lo dispuesto en esta Ley, con sujeción a los principios esenciales de audiencia, contradicción e igualdad entre las partes.
Cada una de las partes deberá disponer de oportunidad suficiente para hacer valer sus derechos y podrán actuar por sí mismas o valerse de abogados en ejercicio.

Artículo 82. La determinación del procedimiento. Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, las partes podrán convenir libremente el procedimiento al que se hayan de ajustar los árbitros en sus actuaciones.
A falta de acuerdo, el tribunal arbitral podrá, con sujeción a lo dispuesto en esta Ley, dirigir el arbitraje del modo que consideren apropiado. Esta potestad del tribunal arbitral comprende la de decidir sobre admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas, sobre su práctica, incluso de oficio, y sobre su valoración.

Artículo 83. El lugar del arbitraje. Las partes podrán determinar libremente el lugar del arbitraje. A falta de acuerdo, lo determinarán los árbitros, atendidas las circunstancias del caso y la conveniencia de las partes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, los árbitros podrán, previa consulta a las partes y salvo acuerdo en contrario de éstas, reunirse en cualquier lugar que estimen apropiado para oír a los testigos, a los peritos o a las propias partes, o para examinar y reconocer objetos, documentos o personas.  

Los árbitros podrán celebrar deliberaciones en cualquier lugar que estimen apropiado.

Artículo 84. El idioma del arbitraje. Las partes podrán acordar libremente el idioma que además del español haya de utilizarse en las actuaciones arbitrales.  A falta de acuerdo, decidirán los árbitros el o los idiomas a emplearse en las actuaciones.  Este acuerdo o esta determinación serán aplicables, salvo pacto en contrario, a todos los escritos de las partes, a todas las audiencias y a cualquier laudo, decisión o comunicación de otra índole que emita el tribunal arbitral.
Salvo oposición de alguna de las partes, el tribunal arbitral podrá ordenar que, sin necesidad de proceder a su traducción, cualquier documento sea aportado o cualquier actuación realizada en idioma distinto al del arbitraje.

Artículo 85. La demanda y la contestación. La parte que promueva la iniciación del arbitraje, deberá presentar ante el tribunal arbitral su demanda junto con sus anexos, dentro de los cinco días contados a partir de la aceptación del  último árbitro.
Recibida la demanda, se correrá traslado de la misma de manera inmediata al demandado, quien tendrá cinco días para presentar su contestación junto con los anexos respectivos.

Las partes al formular sus alegaciones, podrán aportar todos los documentos que consideren pertinentes o hacer referencia a éstos o a otras pruebas que vayan a presentar o proponer.

Salvo acuerdo en contrario de las partes, cualquiera de ellas podrá modificar o ampliar su demanda o contestación durante el curso de las actuaciones arbitrales, a menos que el tribunal arbitral lo considere improcedente por razón de la demora con que se hubiere hecho.

Artículo 86. La forma de las actuaciones arbitrales. Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tribunal arbitral decidirá si han de celebrarse audiencias para la presentación de alegaciones, la práctica de pruebas y la emisión de conclusiones, o si las actuaciones se sustanciarán solamente por escrito. No obstante, a menos que las partes hubiesen convenido que no se celebren audiencias, el tribunal arbitral las señalará, en la fase apropiada de las actuaciones, si cualquiera de ellas lo solicitara.

Las partes serán citadas a todas las audiencias con suficiente antelación y podrán intervenir en ellas directamente o por medio de sus representantes. 

De todas las alegaciones escritas, documentos y demás instrumentos que una parte aporte al tribunal arbitral se dará traslado a la otra parte. Así mismo, se pondrán a disposición de las partes los documentos, dictámenes periciales y otros instrumentos probatorios en que el tribunal arbitral pueda fundar su decisión.

Artículo 87. La falta de comparecencia de las partes. Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando sin alegar causa suficiente a juicio del tribunal arbitral:

I. El demandante no presente su demanda en el plazo convenido por las partes o determinado por el tribunal arbitral, éste dará por terminadas las actuaciones, a menos que, oído el demandado, éste manifieste su voluntad de ejercitar alguna pretensión.

II. El demandado no presente su contestación en plazo, el tribunal arbitral continuará las actuaciones, sin que esa omisión se considere como allanamiento o admisión de los hechos alegados por el demandante.

III. Una de las partes no comparezca a una audiencia o no presente pruebas, el tribunal arbitral podrá continuar las actuaciones y dictar el laudo con fundamento en las pruebas de que dispongan.

Artículo 88. Las reglas probatorias. El tribunal arbitral tendrá la facultad exclusiva de determinar la admisibilidad, pertinencia y valor de las pruebas.  De igual manera, estarán dotados con facultades suficientes para decretar oficiosamente, cuando lo consideren necesario, la práctica de pruebas de cualquier naturaleza.
En cualquier etapa del procedimiento el tribunal arbitral podrá solicitar a las partes aclaraciones o informaciones.

El tribunal arbitral puede dar por vencidos los plazos de etapas ya cumplidas por las partes. La inactividad de las partes no impide la prosecución del proceso ni que se dicte el laudo basándose en lo ya actuado.

El tribunal arbitral puede prescindir motivadamente de las pruebas no evacuadas, si se considera adecuadamente informados.

Las partes, de común acuerdo, podrán decidir que para la práctica de las pruebas fuera de la sede del tribunal arbitral, se pueda acudir a la utilización de medios electrónicos o similares para la obtención de las mismas, no sólo para la recepción de pruebas documentales sino para la de testimonios y demás pruebas, en procura de mayor celeridad y disminución de costos.

Artículo 89. La referencia especial a la prueba pericial. Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tribunal arbitral podrá nombrar, de oficio o a instancia de parte, uno o más peritos para que dictaminen sobre materias concretas y requerir a cualquiera de las partes para que facilite al perito toda la información necesaria, le presente para su inspección todos los documentos u objetos pertinentes, o le proporcione acceso a ellos.
Si las partes no convinieren otra cosa, cuando una de ellas lo solicite o cuando el tribunal arbitral lo considere necesario, todo perito, después de la presentación de su dictamen, deberá participar en una audiencia en la que podrá ser interrogado sobre sus apreciaciones y conclusiones.

Lo previsto en los párrafos precedentes se entiende sin perjuicio de la facultad de las partes, salvo acuerdo en contrario, de aportar dictámenes periciales por peritos libremente designados

Artículo 90. El auxilio judicial. El tribunal arbitral o cualquiera de las partes con aprobación de éste, podrá solicitar del juez de la materia, asistencia para la práctica de pruebas, de conformidad con las normas que le sean aplicables sobre medios de prueba. Esta asistencia podrá consistir en la práctica de la prueba por el propio juzgador o en la adopción por éste de las concretas medidas necesarias para que  pueda ser practicada ante el tribunal arbitral.
Si así se le solicitare, el juez practicará la prueba bajo su exclusiva dirección. En otro caso, el juez se limitará a acordar las medidas pertinentes. En ambos supuestos el juez entregará al solicitante testimonio de las actuaciones.

Este mismo auxilio se solicitará en todos aquellos casos en que sea necesario emplear medios de apremio.

Artículo 91. La copia para las partes. De todas las actuaciones, documentos y cualquier otra información que una de las partes suministre al tribunal arbitral, se entregará copia a la otra sin necesidad de dictar providencia que así lo ordene.  De igual manera, deberán ponerse a disposición de ambas partes los peritajes o los documentos probatorios en los que el tribunal arbitral pueda basarse para adoptar su decisión.
SECCIÓN OCTAVA

PRONUNCIAMIENTO DEL LAUDO Y

CONCLUSIÓN DE LAS ACTUACIONES

Artículo 92. Las normas aplicables al fondo del litigio. El tribunal arbitral decidirá las cuestiones sometidas a su consideración, de conformidad con las normas de derecho elegidas por las partes como aplicables al fondo del litigio. Se entenderá que toda indicación del derecho u ordenamiento jurídico de un Estado determinado se refiere, a menos que se exprese lo contrario, al derecho sustantivo de ese Estado y no a sus normas de conflicto de leyes.
Si las partes no indicaran la ley aplicable o tal señalamiento deviene inválido por razones de orden público, el tribunal arbitral, tomando en cuenta las características y conexiones del caso, determinará el derecho aplicable.

El tribunal arbitral decidirá como amigable componedor, sólo si las partes le han autorizado expresamente a ello. 

Artículo 93. Los laudos de tribunales arbitrales. Cuando haya más de un árbitro, toda decisión se adoptará, salvo acuerdo en contrario de las partes, por mayoría de votos. Sin embargo, el árbitro presidente podrá resolver cuestiones de procedimiento, si así lo autorizan las partes o todos los miembros del tribunal arbitral.
Artículo 94. La transacción durante las actuaciones arbitrales. Si durante las actuaciones arbitrales las partes llegaren a una transacción que ponga fin total o parcialmente a la controversia, el tribunal arbitral dará por terminadas las actuaciones con respecto a los puntos acordados y, si ambas partes lo solicitan y los árbitros no aprecian motivo para oponerse, harán constar dicha transacción en forma de laudo, en los términos por ellas convenidos.
El laudo se dictará con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente y tendrá la misma eficacia que cualquier otro laudo dictado sobre el fondo del litigio.

Artículo 95. Los requisitos del laudo. El arbitraje concluye mediante una resolución por escrito llamado laudo y debe contener:

I. Las circunstancias personales de los árbitros y de las partes

II. El señalamiento del lugar y la fecha en que se pronuncia;

III. La indicación del documento en el que consta el acuerdo o la cláusula arbitral que lo originó;

IV. Las cuestiones sometidas a arbitraje;

V. Una sucinta relación de las pruebas practicadas y de las alegaciones de las partes;

VI. La fundamentación, motivación y puntos resolutivos del laudo cuando los árbitros decidan la cuestión litigiosa con sujeción a Derecho, o sólo la motivación y los puntos resolutivos cuando lo haga en amigable composición; y

VII. La firma de los árbitros.

Artículo 96. La notificación del laudo. Después de dictado el laudo, los árbitros lo notificarán a cada una de las partes mediante entrega de una copia firmada por el o los árbitros.

Artículo 97. La terminación de las actuaciones. Por regla general las actuaciones arbitrales terminarán y los árbitros cesarán en sus funciones con el laudo definitivo; sin embargo, el tribunal arbitral también podrá ordenar la terminación de las actuaciones en los siguientes casos: 

I. Si el demandante desiste de su demanda, a menos que el demandado se oponga a ello y los árbitros le reconozcan un interés legítimo en obtener una solución definitiva del litigio.

II. Si las partes acuerdan dar por terminadas las actuaciones.

III. Si los árbitros comprueban que la prosecución de las actuaciones resulta innecesaria o imposible.

Una vez transcurrido el plazo que las partes hayan señalado a este fin o, en su defecto, el de dos meses desde la terminación de las actuaciones, cesará la obligación del tribunal arbitral de conservar la documentación del procedimiento.  

Dentro de ese plazo, cualquiera de las partes podrá solicitar al tribunal arbitral que le remitan los documentos presentados por ella. El tribunal arbitral accederá a la solicitud siempre que no atente contra el secreto de la deliberación arbitral y que el solicitante asuma los gastos correspondientes al envío, en su caso.

Artículo 98. La corrección, aclaración y complemento del laudo. Dentro de los veinte días siguientes a la notificación del laudo, salvo que las partes hayan acordado otro plazo, cualquiera de ellas podrá, con notificación a la otra, solicitar al tribunal arbitral:

I. La corrección de cualquier error de cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza similar;

II. La aclaración de un punto o de una parte concreta del laudo; y/o

III. El complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resueltas en él.

Si el tribunal arbitral lo estima justificado, dictará un laudo adicional dentro de los treinta días siguientes.

El tribunal arbitral podrá proceder de propia iniciativa a la corrección de errores a que se refiere el numeral 1, dentro de los veinte días siguientes a la fecha del laudo.  

El tribunal arbitral podrá prorrogar, de ser necesario, el plazo para efectuar una corrección, interpretación o dictar un laudo adicional,  con arreglo a lo establecido por el primer párrafo de este artículo. 

En las correcciones, interpretaciones o en los laudos adicionales, se aplicará lo dispuesto en el artículo 95 de esta Ley.

SECCION NOVENA

NULIDAD DEL LAUDO

Artículo 99. Los casos en que procede la nulidad del laudo arbitral. Los laudos arbitrales sólo podrán ser anulados por el tribunal competente en los siguientes casos:

I. Cuando el acuerdo arbitral o la cláusula compromisoria fueren nulos;

II. Si en el nombramiento de los árbitros o en el desarrollo de la actuación arbitral no se observaron las formalidades y principios esenciales establecidos por la ley;

III. Cuando una de las partes no fue debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o no hubiere podido, por cualquier razón, hacer valer sus derechos;

IV. Cuando el tribunal arbitral haya resuelto sobre puntos no sometidos a su decisión o que, aunque lo hubiesen sido, no puedan ser objeto de arbitraje. En estos casos la anulación afectará sólo a los puntos no sometidos a decisión o no susceptibles de arbitraje, siempre que los mismos tengan sustantividad propia y no aparezcan indisolublemente unidos a una cuestión principal;

V. Si el tribunal arbitral no se ajustó en el fallo a las reglas de derecho, salvo que las partes lo hubiesen facultado para decidir en amigable composición;

VI. Si el laudo se emitió extemporáneamente; o

VII. Cuando el laudo fuese contrario al orden público.
Artículo 100. La acción de nulidad del laudo. La petición de nulidad deberá formularse dentro de un plazo de veinte días contado a partir de la fecha de la notificación del laudo o si la petición se ha hecho conforme al artículo 98 de esta Ley, desde la fecha en que esa petición haya sido resuelta por el tribunal arbitral.
Artículo 101. El procedimiento. El procedimiento de nulidad se sustanciará incidentalmente, ante el Tribunal Unitario de Distrito del Tribunal Superior de Justicia del Estado, correspondiente, de conformidad con lo dispuesto por el Código Procesal Civil de la entidad.
La resolución que se dicte, no será objeto de recurso alguno.

SECCION DÉCIMA

RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LAUDOS

Artículo 102. El reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales. Un laudo arbitral, cualquiera que sea el Estado en que haya sido dictado, será reconocido como vinculante y, después de la presentación de una petición por escrito al órgano jurisdiccional competente, podrá ser ejecutado de conformidad con las disposiciones de este capítulo.

Será competente el juez de primera instancia en materia civil del domicilio de la persona contra quien se intente ejecutar el laudo, o, en su defecto, el de la ubicación de los bienes.

Artículo 103. Las normas aplicables. La ejecución forzosa de los laudos se regirá por los trámites establecidos en el Código Procesal Civil del Estado, para la ejecución de sentencias firmes, con los especiales de los artículos siguientes.
Artículo 104. Los documentos que deben acompañarse a la solicitud de reconocimiento o ejecución del laudo. La parte que invoque un laudo o pida su ejecución, deberá presentar el original del laudo debidamente autenticado o copia debidamente certificada del mismo, y el original del acuerdo de arbitraje o copia debidamente certificada del mismo.  Si el laudo o el acuerdo no estuviera redactado en español, la parte que lo invoca deberá presentar una traducción a este idioma por un traductor oficial.
Artículo 105. Los motivos para denegar el reconocimiento o la ejecución de laudos arbitrales. Sólo se podrá denegar el reconocimiento o la ejecución de un laudo arbitral, cualquiera que sea el Estado en que se hubiere dictado, cuando:

I. La parte contra la cual se invoca el laudo, pruebe ante el juez competente que:

1. Una de las partes en el acuerdo de arbitraje estaba afectada por alguna incapacidad o que dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada se hubiere indicado a este respecto, en virtud de la ley del Estado en que se haya dictado el laudo;

2. No ha sido debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos;

3. El laudo se refiere a una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene decisiones que exceden los términos del acuerdo de arbitraje. No obstante, si las disposiciones del laudo que se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje, pueden separarse de las que no lo están, se podrá dar reconocimiento a las primeras;

4. La composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se ajustaron al acuerdo celebrado entre las partes, o, en defecto de tal acuerdo, que no se ajustaron a la ley del Estado donde se efectuó el arbitraje; o

5. El laudo no es aún obligatorio para las partes, o ha sido anulado o suspendido por un juez del Estado en que, o conforme a cuyo derecho, ha sido dictado ese laudo; o

II. Cuando el juez compruebe que según la legislación mexicana, el objeto de la controversia no es susceptible de arbitraje;  o que el reconocimiento o la ejecución del laudo son contrarios al orden público.

Artículo 106. La oposición a la ejecución. El tribunal arbitral dará traslado de la petición de ejecución y de los documentos presentados a la otra parte, quien, en un plazo de cinco días podrá alegar la pendencia del juicio de nulidad regulado en ésta  ley, justificándola con la documental conducente.  En este caso, el tribunal dictará sin dilación auto suspendiendo la ejecución hasta que recaiga resolución que rechace la acción de anulación. Si la resolución anulare el laudo, el tribunal dictará resolución denegando la ejecución.

Estas resoluciones no son susceptibles de recurso alguno.
Artículo 107. Los laudos arbitrales extranjeros. Los laudos arbitrales extranjeros serán reconocidos y ejecutados en el Estado, de conformidad con los tratados ratificados por los Estados Unidos Mexicanos, sobre reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales.
En el caso de que más de un tratado internacional sea  aplicable, salvo acuerdo en contrario entre las partes, se aplicará el más favorable a la parte que solicite el reconocimiento y ejecución de un convenio y laudo arbitral.

En defecto de la aplicabilidad de cualquier tratado o convención internacional, los laudos extranjeros serán reconocidos y ejecutados en el Estado, de conformidad con las normas de la presente ley y a las disposiciones específicas de este capítulo.

SECCIÓN DÉCIMA PRIMERA

DE LAS COSTAS

Artículo 108. Las costas. Las partes tienen facultad de adoptar, ya sea directamente o por referencia a un reglamento de arbitraje, reglas relativas a las costas del arbitraje. A falta de acuerdo entre las partes, se aplicarán las disposiciones de la presente sección.

Artículo 109. La cuantía. Los honorarios del tribunal arbitral serán de un monto razonable teniendo en cuenta el monto de la disputa, la complejidad del tema, el tiempo dedicado por los árbitros y cualesquiera otras circunstancias pertinentes del caso. Los honorarios de cada árbitro se indicarán por separado y los fijará el propio tribunal arbitral.
Artículo 110. La oportunidad de la fijación. Salvo pacto en contrario de las partes, cuando el tribunal arbitral dicte una orden de conclusión del procedimiento arbitral o un laudo en los términos convenidos por las partes, fijará las costas del arbitraje en el texto de esa orden o laudo.
El tribunal arbitral no podrá cobrar honorarios adicionales por la interpretación, rectificación, por completar su laudo o dictar un laudo adicional.

TRANSITORIOS

PRIMERO. Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. El Poder Judicial realizará los estudios presupuestales necesarios para proponer al Congreso del Estado, a través del Ejecutivo y conforme a la ley, el presupuesto necesario para instrumentar las instituciones que se prevén en este Decreto de manera gradual. 

TERCERO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo preceptuado por esta ley.

Así, lo dictaminan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila junio 13 de 2005.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza
Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Burciaga Neme
Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández
Dip. Jesús de León Tello

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente municipal del Ayuntamiento de Allende, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal 3 hectáreas de terreno municipal rústico que se ubica a un costado de la Colonia Nueva Frontera y carretera 57 con la finalidad de enajenar a título oneroso dicha superficie y sea construida una planta de acopio y beneficio de la nuez pecanera.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 22 de febrero del año 2005, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente municipal del Ayuntamiento de Allende, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal 3 hectáreas de terreno municipal rústico que se ubica a un costado de la Colonia Nueva Frontera y carretera 57 con la finalidad de enajenar a título oneroso dicha superficie y sea construida una planta de acopio y beneficio de la nuez pecanera.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la mesa directiva de la diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta comisión es competente para emitir el presente dictamen lo anterior de conformidad con lo acordado por el presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente, así como por lo dispuesto por los artículos 96,102 y 104 fracción VIII de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.  

SEGUNDO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

TERCERO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

CUARTO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

QUINTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual con fecha 24 de enero del 2005, y por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo se acordó aprobar el acuerdo, en el que se autoriza la enajenación a título oneroso a la Sociedad de Producción Rural de nueces del Bravo S de R.L. y la Asociación de Nogaleros del Norte del Estado de Coahuila , tres hectáreas  de terreno municipal rústico que se ubica a un costado de la Colonia Nueva Frontera y carretera 57 con la finalidad de enajenar a título oneroso dicha superficie y sea construida una planta de acopio y beneficio de la nuez pecanera.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Allende, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, tres hectáreas  de terreno municipal rústico que se ubica a un costado de la Colonia Nueva Frontera y carretera 57 con la finalidad de enajenar a título oneroso dicha superficie a favor de la Sociedad de Producción Rural de nueces del Bravo S de R.L. y la Asociación de Nogaleros del Norte del Estado de Coahuila y sea construida una planta de acopio y beneficio de la nuez pecanera.

La superficie en mención se identifica de la manera siguiente:

Siguientes Rumbos, Distancias y Colindancias: Del Punto de Partida 0 al Punto 1, con Rumbo 19°58’34” con una Distancia de 200.00 metros y colinda con Carretera 57, Del Punto 1 al Punto 2 con Rumbo 289°58’34” con una distancia de 100.00 metros y colinda con Terrenos Municipales; Del Punto 2 al Punto 3, con Rumbo 199°58’34”, con una distancia de 100.00 metros y colinda con Terrenos Municipales; Del Punto 3 al Punto 4, con Rumbo 289°58’34”, con una distancia de 86.74 metros y colinda con Terrenos Municipales; Del Punto 4 al Punto 5, con Rumbo 217°16’50”, con una distancia de 104.74 metros y colinda con Clemente Martínez; Del Punto 5 al Punto de Partida 0, con Rumbo de 109°58’34” con una distancia de 217.90 metros y colinda con Terrenos Municipales. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, junio 14 de 2005

COMISIÓN DE FINANZAS

	Dip. Salomón Juan Marcos Issa

             Coordinador


	          Dip. Gabriel Ramos Rivera

	Dip. Fernando de la Fuente Villarreal


	          Dip. Latiffe Burciaga Neme

	Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez


	        Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal


Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.
� 	El artículo 158, primer y segundo párrafos, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza dicen:  





La Justicia Constitucional Local se erige dentro del régimen interior del Estado, como un medio de control para mantener la eficacia y la actualización democrática de esta Constitución, bajo el principio de supremacía constitucional. 





La Justicia Constitucional Local tiene por objeto dirimir de manera definitiva e inatacable los conflictos constitucionales que surjan dentro del ámbito interior del Estado, conforme a este artículo, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 41, 99, 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. [...]


� 	El tercer párrafo del artículo 158 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, dice:





Cuando la autoridad jurisdiccional considere en su resolución que una norma es contraria a esta Constitución, con base en lo establecido por el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deberá declarar de oficio su inaplicabilidad para el caso concreto. En este supuesto, el Tribunal Superior de Justicia podrá revisar la resolución en los términos que disponga la ley. [...]





� 	Sobre el estado humanista, social y democrático de derecho, vid., la exposición de motivos de la iniciativa de reforma constitucional en materia político-electoral y el decreto 171 mediante el cual se reforman, adicionan, modifican y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, número 82, de fecha 13 de octubre de 2001.


� 	KELSEN, Hans, “La garantía jurisdiccional de la Constitución” (trad. Rolando Tamayo y Salmorán) en Anuario Jurídico, UNAM, vol. I, México, 1974, p. 510.


� 	Vid. FIX FIERRO, Héctor, (1997), “La otra justicia. Breves reflexiones sobre la reforma judiciales en las entidades federativas” en Revista AMEINAPE, La administración de justicia en México, número 3, enero-junio, Santiago de Querétaro, Qro., México, p. 83.


� 	Cfr. BURGOA ORIHUELA, Ignacio, “El Juicio de Amparo”, Porrúa, México, 1999; CASTRO, JUVENTINO, “El Artículo 105 Constitucional”, Porrúa, México, 2000; DIEZ DE URDANIVIA, Xavier, “El control Jurisdiccional de la Constitucionalidad” en La Administración de Justicia en México, Revista AMINAPE, núm. 3, enero-junio, México, 1997; MARTÍNEZ BÁEZ, Antonio, “El Indebido Monopolio del Poder Judicial de la Federación para conocer de la Inconstitucionalidad de Leyes” en Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, núm. 15, tomo IV, julio-septiembre, México, 1942; FIX-ZAMUDIO, Héctor, “El Juez ante la norma constitucional” en Revista de la Facultad de Derecho de la UNAM, núm. 59,  julio-septiembre, México, 1965; SOLORIO RAMÍREZ, DANIEL, “La Justicia Constitucional ¿Por qué no los jueces de los Estados?” (primera y segunda parte), en ADMÓNJUS, Revista del Poder Judicial de Baja California, vol. I, años 1 y 2, Baja California, México, 1997 y 1998.


� 	Vid. Sesión plenaria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del 9 de mayo de 1995. Amparo en revisión 1878/93.


� 	Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Marzo de 1996, Tesis P. XLIV/96, p. 320.





